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I. INTRODUCCIÓN 
 

El 1º de agosto de 2015 entró en vigor en el territorio de la República Argentina 

un nuevo Código Civil y Comercial (en adelante, “CCyCN”). Más que el nuevo 

ordenamiento de la vida cotidiana de los argentinos, el CCyCN se alza como momento 

bisagra en la forma en la que se practica el derecho de todos los días, aquel que se 

discute en la gran mayoría de los procesos de primera instancia de los tribunales 

ordinarios de las provincias y de la Ciudad de Buenos Aires. Mediante sus cláusulas, 

este Código nos obliga a preguntarnos qué nos ha servido durante los últimos 150 años 

de derecho codificado, y qué necesita cambiar para adecuar el derecho común a los 

tiempos que corren. Cuando menos, esa es la impresión que nos acerca la lectura de 

su Título Preliminar, en el que se nos introduce a modo de exordio la hoja de ruta del 

nuevo cuerpo legal, es decir, aquellos elementos que, según Bagalá (2014) funcionan 

como llaves maestras de todo ese sistema normativo (2). Si el Código Civil de Vélez 

Sársfield fue el de la tradición exegética, el de la ley y su imperio absoluto, podemos 

decir que el CCyCN se trata del Código de los Derechos, de su operatividad y de los 

recursos que tienen los jueces para hacerlos valer1. 

En ese orden de ideas, el Código Civil y Comercial nos trae, dentro del Título 

Preliminar, una novedad inexistente en el ordenamiento velezano. Nos referimos al 

artículo 3º que, en simples palabras, establece que el juez tiene el deber de “resolver 

los asuntos que sean sometidos a su jurisdicción mediante una decisión 

razonablemente fundada”2. 

La incorporación de este mandato legal al derecho positivo argentino no es un 

hecho menor. Ella arroja, a nuestro modo de ver, dos puntos de vista posibles. 

En primer lugar, esta novedad introduce a la práctica jurídica cotidiana un 

sinnúmero de consideraciones sobre el valor de una sentencia judicial en el sistema 

jurídico que, hasta ahora, solo eran de uso común en estrechos círculos de la profesión. 

A partir de esta modificación, cada operador del derecho, cada practicante, cada asesor 

y cada estudiante deberá manejar y comprender conceptos que antaño eran ajenos al 

día a día del abogado argentino como “decisión”, “fundamentación”, “razonabilidad”, 

pues gracias al adagio del Artículo 3º estos se tornarán parte de lo que cada juez decida 

                                                      
1 Código Civil y Comercial. 2014. Ley Nº26.994. Artículos 1 y 2. B.O. 08/01/2014. En similar 
sentido, Lorenzetti, R.L. 2015. “Entra en vigencia el Código Civil y Comercial de la Nación” en 
Diario La Ley. Año LXXIX, n°143 (pp. 2-4). Disponible aquí.  
2 Código Civil y Comercial. 2014. Ley Nº26.994. Artículo 3. B.O. 08/01/2014. 

http://www.nuevocodigocivil.com/wp-content/uploads/2015/08/Diario-03-08-15-OK.pdf
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y, por lo tanto, de lo que debe esperarse que los servicios de justicia cumplan como 

parte de su trabajo jurisdiccional. 

En segundo lugar, el nuevo Artículo 3º plantea la necesidad de tener una 

discusión más extensa, todavía incipiente, sobre la sentencia razonablemente fundada 

como el resultado de un ecosistema procesal determinado. La norma mentada nos llama 

a pensar la decisión judicial, y por ende el proceso civil y comercial, de una forma 

sistémica, como parte de una maquinaria en la que interactúan múltiples componentes 

y que busca dar respuesta a una problemática humana determinada (Rivas 2005; 305). 

En particular, el CCyCN nos invita a quebrar el antiguo paradigma del juez que, como 

autómata inanimado, aplica el derecho a los hechos mediante una simple operación de 

subsunción. Por el contrario, mediante el Artículo 3º, el Código pide a los jueces que 

emitan una decisión de una determinada calidad y no menos que eso; les solicita que 

se involucren con el caso, que conozcan de qué se trata y que la decisión a la que 

arriben sea ajustada y adecuada a los elementos que las partes le proveen mediante el 

mecanismo procesal (Aarnio 1991). Esto trasciende la esfera estrictamente legal e invita 

a pensar en otros elementos que rodean a los problemas jurídicos, como el contexto 

social en que se gestan, los medios técnicos al alcance para resolverlos y, por sobre 

todo, los verdaderos intereses de las partes más allá de la verdad jurídica que el proceso 

pide establecer. Para que todo esto pueda dar como desenlace una sentencia 

razonablemente fundada, consideramos, hacen falta ciertos recursos, cierto orden de 

factores y, sobre todo, ciertos parámetros político-constitucionales cuya ausencia o 

sustitución no parece ser negociable, pues, de lo contrario, el resultado será distinto al 

esperado.  

 En este trabajo de graduación nos interesaremos principalmente por la anterior 

consideración. En líneas generales, observamos que, durante la historia institucional de 

nuestro país, la legislación en materia civil y comercial fue evolucionando y adaptándose 

a los cambios culturales, tecnológicos y sociales que ocurrían en distintas épocas. En 

algunos casos esa evolución ha sido más rápida; en otros, más lenta, pero, ciertamente, 

parece que terminamos cumpliendo con ese conocido aforismo que nos recuerda que 

“el derecho va detrás de los hechos”. Cuando menos, el CCyCN atestigua ese proceso 

de modernización del derecho. Lamentablemente, parece que el medio procesal por el 

cual ese derecho se discute no ha corrido la misma suerte. Si se dice que el derecho va 

detrás de los hechos, entonces el derecho procesal ya los perdió de vista. 

En nuestro país, contrario al derecho de fondo, el derecho de rito civil y comercial 

ha sido esencialmente el mismo durante gran parte de nuestra historia. Con esto no solo 



 6 

queremos decir nuestra historia a partir de 1860, sino también aquella de la época 

colonial y previa al surgimiento de la nación. Por supuesto, entendemos que ha habido 

reformas y modificaciones sustanciales en las normas procesales, sin embargo, lo que 

se ha mantenido inamovible es la propia estructura del proceso, sus cimientos y los 

papeles asignados a las partes y al juez ¿Qué quiere decir esto? Que desde hace dos 

siglos de existencia y más, el proceso civil es escrito, diferido en el tiempo, secreto y 

decidido sin un garantizado contacto real del juez con las partes o de estas entre sí. En 

esencia, nuestro sistema judicial está buscando resolver problemáticas de tiempos 

actuales con una maquinaria obsoleta. Ello implica, como mínimo, dilaciones 

innecesarias, costos evitables para las partes, la sociedad y, lo que aquí nos interesa, 

un atraso en el cumplimento de las exigencias constitucionales y legales sobre cómo el 

juez debe desempeñar su trabajo, en particular, el trabajo de fundamentar sus 

decisiones en una sociedad democrática. 

Retomando los párrafos iniciales de esta introducción, por un lado, entendemos 

que existe hoy en el derecho argentino un mandato expreso en cabeza de los jueces de 

resolver un caso mediante una sentencia razonablemente fundada. Por el otro, 

observamos que el proceso que hoy por hoy el juez debe usar para resolver ese caso y 

producir esa sentencia se engarza sobre características y paradigmas de una época 

pretérita, en la que ni el juez ni una sentencia tenían el significado que hoy tienen para 

una sociedad existente bajo un Estado Constitucional de Derecho. En la propuesta que 

a continuación expondremos, las características del proceso civil actualmente vigente 

no parecen estar a la altura de las exigencias normativas sobre el deber de motivar la 

sentencia por parte de los decisores jurídicos, aspecto este que forma parte de un deber 

mayor de rendir cuentas de los actos emitidos por los poderes estatales en una 

República Constitucional. Para evitar este desfasaje, sostenemos que el proceso civil 

debe adoptar otro enfoque: el enfoque de la oralidad. 

A fin de poder dar cuenta de estas aseveraciones, el presente trabajo de 

graduación buscará evaluar las implicancias existentes entre el desarrollo de un proceso 

civil y comercial oral y la sentencia resultante de ese proceso, con miras a demostrar la 

efectividad de la oralidad para producir una decisión adecuada a los estándares 

normativos vigentes. Para alcanzar ese objetivo, este trabajo será dividido en cinco 

partes.  

 

En la primera parte, se abordarán aspectos metodológicos y de demarcación del 

campo de estudio que regirán la lectura del trabajo en su totalidad. En la segunda, 
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buscaremos establecer los alcances del deber de motivar las sentencias en el derecho 

argentino, dado por un bloque normativo compuesto por principios político-

constitucionales, derechos consagrados en la Constitución y los Tratados de Derechos 

Humanos y el CCyCN. En este último caso, trazaremos las distinciones que impone el 

Artículo 3º de esa norma entre la fundamentación como operación analítica y como 

resultado sistémico de un medio procesal determinado. En la tercera parte, nos 

explayaremos sobre el rol que el juez ha tenido y tiene en la elaboración de la sentencia, 

al considerar los paradigmas históricos que han regido la actividad judicial en nuestro 

país. Seguidamente, veremos qué inclinación toma el CCyCN respecto de la actividad 

jurisdiccional, en particular, en lo que hace a la producción de una sentencia 

razonablemente fundada. Continuando, en la cuarta parte analizaremos la interacción 

entre la fundamentación de la sentencia y la oralidad a raíz de ciertos principios 

nucleares de esta última y tomando como referencia el rol del juez en el proceso, con el 

objetivo de explicar por qué es necesario movernos hacia el procedimiento oral para 

estar a tono con los principios, garantías y directrices analizados en la primera parte. A 

su vez, exploraremos el efectivo funcionamiento de la oralidad en la práctica a través 

del estudio de los casos de la Ciudad y la Provincia de Buenos Aires, donde ciertas 

medidas tomadas por los poderes del Estado han permitido comenzar a llevar la 

oralización del proceso en ambas jurisdicciones hacia el lugar de una práctica jurídica 

más próxima y cotidiana. Por último, ya cerrando este trabajo de graduación, en la quinta 

parte expondremos las consideraciones finales de lo estudiado y propuesto a lo largo 

de este breve trabajo, para dar con las limitaciones, implicancias generales y potenciales 

alcances del cambio cultural y sistémico que plantea la oralidad para los jueces y 

abogados actuales y del futuro. 
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II. ASPECTOS PRELIMINARES 
 

A. Objeto de estudio 
 

A lo largo de los últimos años, ha cobrado creciente importancia la posibilidad de 

volcar el proceso civil y comercial hacia un desarrollo oral, con el claro objetivo de 

sustituir gradualmente el soporte escrito. Tanto a nivel del proceso civil federal como del 

de algunas provincias han comenzado a surgir propuestas concretas de implementación 

parcial de la oralidad en ciertas etapas del proceso, con subsiguientes adecuaciones 

legislativas, así como también proyectos de reforma integral y profunda del proceso civil 

como parte de una política pública de reforma de la Justicia a largo plazo3. Este impulso 

reformador se ve alimentado por múltiples factores, entre ellos, la adopción de 

mecanismos de oralidad parcial o total en los procesos civiles de países de la región4, 

la incorporación de un nuevo plexo de derechos y garantías procesales a la Constitución 

a través de los tratados internacionales de derechos humanos, la creciente 

complejización de los casos que ingresan a los tribunales y, en particular, la necesidad 

de readecuar los servicios de justicia para tornarlos más eficientes, organizados y aptos 

para resolver los conflictos de las personas. 

 

En este esquema de interacciones, la oralidad introduce otra perspectiva a la 

hora de llevar adelante la resolución de esos conflictos. Por características que le son 

propias, la oralidad trae consigo considerables ventajas tanto a nivel del funcionamiento 

sistémico de los servicios jurisdiccionales como de adecuación a los estándares 

normativos vigentes en la Constitución y las leyes, aspectos estos que serán abordados 

durante este trabajo. Sin perjuicio de ello, intentaremos mostrar en este escrito que, por 

sus propios atributos, la oralidad conforma un esquema de relaciones entre el juez y el 

caso que le toca decidir que resulta más inmediato, más cercano a los hechos aducidos 

por las partes, en respeto por las garantías procesales de ellas y en consonancia con el 

                                                      
3 Actualmente, a nivel federal está gestándose la Reforma Integral del Código Procesal Civil y 
Comercial de la Nación en el marco del Programa Justicia 2020, desarrollado por el Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos. La reforma plantea, entre otros puntos, instalar la efectiva 
oralidad en los procesos de conocimiento y simplificar estructuras procesales. El objetivo del 
programa es trabajar sobre distintos ejes para apuntalar los servicios de justicia en su efectivo 
funcionamiento como recurso público eficaz y con aptitud de resolver los problemas de la gente. 
Disponible aquí.  
4 Desde 1989 con la incorporación del proceso civil por audiencias al Código General del Proceso 
uruguayo, los países de la región han ido gradualmente trancisionando hacia una efectiva 
oralidad en distintos ámbitos de discusión jurídica. La última notable reforma es la de Brasil, que 
en 2015 reformó su Código Procesal Civil y Comercial para incorporar las audiencias. Ver, en 
este sentido, el Informe del Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) que da cuenta 
del estado de la oralidad en los procesos judiciales de América Latina. Disponible aquí.  

https://www.justicia2020.gob.ar/eje-civil/codigo-procesal-civil-comercial-la-nacion/
http://biblioteca.cejamericas.org/bitstream/handle/2015/1167/laoralidadenlosprocesosciviles_erios.pdf?sequence=1&isAllowed=y
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rol del juzgador en la sociedad actual y en un Estado Constitucional de Derecho. En 

última instancia, y volviendo al punto de partida, sostendremos que la oralidad contiene 

los mejores engranajes hoy por hoy a nuestro alcance para que la maquinaria procesal 

nos arroje como resultado una sentencia razonablemente fundada. Entendemos que las 

implicancias de un giro hacia la oralidad son múltiples, y muchas de ellas exceden el 

objeto de estudio de este trabajo; no obstante, consideramos que la oralidad puede dar 

una respuesta eficaz o, cuanto menos, más acorde a la normativa que integra las 

garantías básicas procesales, entre ellas, la adecuada fundamentación de la sentencia. 

 

 A fin de tornar más preciso el campo de estudio de este trabajo, puntualizamos 

que cuando aludimos a la denominación “proceso civil” nos referimos por antonomasia 

al modelo de procedimiento judicial de primera instancia de los tribunales ordinarios de 

la Ciudad de Buenos Aires existente bajo el actual Código Procesal Civil y Comercial de 

la Nación (en adelante, “CPCCN”). Sin perjuicio de ello, en los casos en los que sea 

pertinente, haremos las aclaraciones terminológicas necesarias para explicar ciertos 

aspectos en forma comparada con el proceso civil homólogo de la Provincia de Buenos 

Aires desarrollado por su correspondiente Código Procesal (en adelante, “CPCCBA”) 

puesto que, en lo relevante, ambos códigos conservan similitudes que colaboran en la 

explicación del desarrollo de la oralidad a lo largo de los años. 

 

B. Metodología 
 

El presente trabajo de graduación buscará llegar a las propuestas trazadas 

mediante un análisis normativo-conceptual de las bases del proceso civil, el rol del juez 

y la fundamentación de la sentencia, todo desde su faz político-constitucional hasta 

aquella legal, teniendo en cuenta los cambios introducidos por el CCyCN en cada uno 

de esos aspectos. Dicho análisis también incluirá un repaso por los criterios históricos 

que ha identificado la doctrina procesalista para la labor judicial, en particular, en lo 

relativo al involucramiento del juez en el proceso y el rol de las partes en este. 

Finalmente, se incluirá el estudio de dos casos de implementación de la oralidad en la 

Nación y en la Provincia de Buenos Aires, lo que nos permitirá comprender la interacción 

de los múltiples aspectos que involucra el proceso por audiencias de cara a las 

conclusiones de este escrito. 
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III. EL DEBER DE FUNDAMENTAR LA SENTENCIA EN EL DERECHO 
ARGENTINO: ALCANCES, CONTORNOS Y CONTENIDO 
 

Para poder, oportunamente, comprender el rol de la oralidad en la producción de 

una sentencia fundada, el derrotero de este trabajo necesariamente debe incluir un 

estudio de los aspectos básicos de la fundamentación en sí misma, pues es a partir de 

ella que se construye el deber legal que marca el norte de la labor del juez y, 

eventualmente, lo que determinará las herramientas que este tendrá a su alcance para 

llegar a una decisión. Siendo así, en este capítulo nos proponemos comprender mejor 

el instituto de la fundamentación tanto desde un alcance general, en los principios y 

valores políticos en los que esta se inspira, como desde, una dimensión más restringida, 

en su función dentro del derecho argentino y en particular dentro del nuevo 

ordenamiento civil y comercial que, como mencionamos en la introducción, traza un 

nuevo horizonte en los deberes que los servicios de justicia incorporarán a su quehacer 

diario. 

 

A. La fundamentación razonable de las decisiones como principio político 
imperante en una República constitucional 

 

Hablar, en sentido lato, de “fundamentar una decisión” no se circunscribe 

exclusivamente al ámbito jurídico. Antes siquiera de pensar en esos términos, veamos 

por qué emerge como algo a lo cual dar importancia no solo en un sistema jurídico, sino 

como valor imperante en un sistema político como el nuestro.   

 

Cuando buscamos “fundamentar” un curso de acción, cualquiera sea, lo que 

pretendemos es justificarlo, es decir, poder dar cuenta de las razones para ese proceder 

(Rosales Cuello y Marino 2014) 5. Estamos pensando en el conjunto de actos voluntarios 

que dan como resultado la conducta que deseamos justificar. Por oposición, en la 

fundamentación de una conducta no estamos interesados en causas naturales o 

motivos psicológicos, dado que estos no justifican un proceder, sino que simplemente 

lo explican (Vigo 1999; 36)6. Como comunidad con cierto grado de avance evolutivo, la 

justificación nos interesa en la medida en que: 

                                                      
5 La fundamentación presupone a su vez la existencia de razón. Por este término, Ferrater Mora 
(1965) entiende en su Diccionario de filosofía a: (i) una facultad atribuida al hombre que lo 
diferencia de los demás animales; (ii) la capacidad de alcanzar conocimiento de lo usual o lo 
necesario: (iii) el fundamento, lo que explica por qué algo es como es (584). Disponible aquí 
6 Los autores citados nos explican que “motivar” no es un término adecuado para aplicar ad la 
fundamentación de una sentencia. Mientras que ese término implica exponer los “motivos”, v.gr. 
las razones psicológicas o aquellas que son parte de una cadena de causalidades, la palabra 

https://profesorvargasguillen.files.wordpress.com/2011/10/jose-ferrater-mora-diccionario-de-filosofia-tomo-ii.pdf
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(1) nos autopercibimos seres capaces de comprender y exteriorizar las razones que 

tenemos para comportarnos en un sentido u otro; y 

(2) vemos a quién tenemos a nuestro lado como un ser con igual capacidad de 

comprender las explicaciones que brindamos en los mismos términos en los que 

nosotros esperamos comprender las de él. (Bivins 2006; 19) 

 

Ahora bien, las observaciones anteriores presuponen a su vez un contenido 

valorativo. Más allá de la fundamentación como código compartido de comunicación, 

vemos en ella un ideal valioso de la buena vida en comunidad. El desarrollo de las 

sociedades y nuestro incipiente deseo por interrelacionarnos los unos con los otros nos 

llevan a plantear la necesidad de organizar nuestra vida en común para que esta sea 

viable a largo plazo. Sin embargo, esto no significa que nos dé igual una u otra forma 

de organizar nuestra comunidad, dado que esta buscará dar entidad a ciertos valores 

por sobre otros en función de las preferencias que mutuamente se acepten entre sus 

miembros (Dworkin 1986; 260-270). En el caso de nuestro país, nuestros padres 

fundadores consideraron que la mejor organización que daba respuesta a las 

necesidades puntuales de nuestra egrégora política era la de una república, mas no 

cualquier república, sino una constitucional, deseo que han hecho explícito en el Artículo 

1º de nuestra Norma Fundamental7. 

 

Para ver esto más de cerca, en línea con Conte (2016), consideramos que, 

desde sus propios cimientos, la república constitucional moderna nace como un sistema 

cuya nota esencial es la de ser el Estado que se autojustifica (290-291). Para empezar, 

el poder político no discurre de una fuente divina o consuetudinaria, sino que este poder 

proviene del pueblo, quien se congrega en torno de ideas comunes y decide establecer 

un solo orden político para todos los habitantes de ese pueblo (Böhmer 2006). En las 

repúblicas constitucionales, ese hecho voluntario de los ciudadanos, junto a debates y 

pactos previos, dan fundamento al establecimiento de un orden común a todos ellos, 

que se rige matricialmente por las ideas, principios y valores que atraviesan a ese pueblo 

                                                      
“fundamentar” supone exponer las razones justificatorias, es decir, aquellas que dan cuenta de 
por qué proceder en uno u otro sentido a pesar de los motivos (116). 
7 El conocido adagio de ese Artículo establece que “La Nación Argentina adopta para su gobierno 
la forma representativa republicana federal”. Entendemos que el concepto de “república 
constitucional” puede dar pie a un debate exhaustivo sobre los elementos que la componen o la 
definen. Sin embargo, coincidimos con O’Donnell (2010) en que existen requisitos mínimos que 
deben ser cubiertos a lo largo de la historia fin de recibir tal calificativo (272). En el caso de 
Argentina, sostenemos que el programa político es el de una república democrática y 
constitucional porque así fue establecido a lo largo de su historia y así lo ha convalidado el 
consenso intertemporal, pese a que hayamos transitado situaciones puntuales en las que esa 
característica no ha sido observada.  
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(Badeni 2010; Nino 2013; Sagüés 2017). Ese orden, la Constitución, consagra el 

fundamento del poder político en el pueblo, dándole a este la llave del llamado Poder 

Constituyente y a partir del que se establecen las bases para las instituciones 

republicanas (Gelli 2014). Esto implica, entre otras cosas y como veremos en detalle 

más adelante, que la Constitución se alza como el elemento que fija los parámetros que 

tanto el juez como el sistema procesal deben seguir para corresponderse con los 

principios políticos que en su texto se introdujeron.  

  

A su vez, la fundamentación en la República está presente en el modo en el que 

es ejercido el poder del pueblo. Este, en tanto soberano, encomienda, por un lado, a un 

grupo de ciudadanos de su confianza, denominados representantes, la tarea de elaborar 

leyes para todos los habitantes y de diseñar las políticas públicas que regirán los 

aspectos cotidianos de su vida común (Gelli 2014; Ekmekdjian 2016). Por otro lado, el 

pueblo inviste a dos personas, el presidente y el vicepresidente, quienes, entre otras 

cosas, se encargan de hacer posible la ejecución de esas leyes y de representar a la 

República ante otras naciones (Böhmer 2006). Estos poderes Legislativo y Ejecutivo, 

como fueron llamados, son instituidos por los ciudadanos mediante sufragio periódico, 

por lo que responden directamente ante ellos (Linares Quintana 1958). Si bien cada uno 

de estos poderes tiene a su cargo tareas operativas distintas, la esencia de sus actos 

está tamizada por el estricto respeto a la causa de su legitimidad, que es la decisión 

democrática del pueblo de haberlos puesto en ese lugar. Al ser depositarios de la 

soberanía y ejercer el gobierno por cuenta y orden de nosotros, sus mandantes, los 

funcionarios electos nos deben brindar explicaciones y rendir cuentas de las medidas 

que toman en nuestro nombre (Bivins 2006; O’Donnell 2010). Dicho de otro modo, la 

forma de actuar de quienes nos gobiernan exige como contrapartida que puedan 

fundamentar sus conductas, no solo porque estos actos conllevan la utilización de 

recursos propios del pueblo, sino también, y principalmente, para verificar que estos – 

funcionarios y sus actos – se atengan a los objetivos primordiales de nuestra comunidad 

política, aquellos que establecimos en la Constitución y que elegimos como marco para 

que ellos gobiernen (Nino 2013; 3).  

 

Para auxiliarnos en esta tarea de control, además de estos poderes, 

notablemente democráticos en su esencia, el pueblo también creó una tercera rama del 

poder político diferente de las otras dos. Este tiene a su cargo, precisamente, el ser 

custodio de los procedimientos y garantías que aseguran el normal funcionamiento de 

las instituciones republicanas, pero, principalmente, tiene la misión de custodiar 

nuestras libertades fundamentales, nuestros principios políticos y civiles, aquellos 
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plasmados en la Constitución y en las leyes, ante amenazas de la propia República y 

de nosotros mismos (Linares Quintana 1958; Rosales Cuello y Marino 2014). Se trata 

del Poder Judicial y, como es dable esperar, su naturaleza no es democrática, pues la 

tarea de cuidar nuestros más básicos derechos no puede estar sujeta a resortes 

políticos itinerantes. Preferimos, por el contrario, funcionarios imparciales e 

independientes, cuyo mérito no dependa del juego político de las mayorías y que, con 

ello, no exista un riesgo de alterar la sustancia de nuestros derechos cada vez que 

cambian nuestros representantes (Loewenstein 1976; O’Donnell 2010)8. Sin embargo, 

es tal vez por esta razón que en el Poder Judicial de una República hace más sentido 

el valor de la justificación: se trata de un grupo de personas que, en su empresa de velar 

por el cumplimiento de nuestras leyes, principios y mandatos constitucionales, deben 

tener extremo cuidado de no alterar aquellos derechos que tienen a su cargo proteger 

(Gelli 2014)9. En última instancia, el deber que los jueces tienen en una República 

constitucional de fundamentar sus decisiones es una respuesta al mandato que el poder 

soberano del pueblo les dio mediante la Constitución, debiéndose entonces a ella y a 

garantizar su plena vigencia. De ahí que exista, en cabeza de los jueces, un trabajo 

delicado que realizar y, si bien exento de contenido político, de enorme responsabilidad 

en esos términos (Santiago 2006)10. 

                                                      
8 Si bien en la elección de los jueces de los tribunales federales de primera instancia intervienen 
varios actores políticos, su nombramiento es hecho con base en el mérito personal para y la 
adecuación al cargo. En primer lugar, el Consejo de la Magistratura – órgano constitucional 
compuesto por representantes de los tres poderes del Estado, abogados con matrícula federal y 
personalidades de círculos académicos y científicos – lleva a cabo concursos públicos para elegir 
a los candidatos que cubrirán las vacantes en los distintos fueros y tribunales (art. 1, Ley 
Nº24.397; art. 114, C.N.).  De aquellos que resulten seleccionados, el Consejo conformará una 
terna y la elevará en consulta vinculante al Poder Ejecutivo, que escogerá al candidato final con 
base en su idoneidad y con acuerdo del Senado (art. 99, inc. 4). 
9 Nos referimos a la razonabilidad como norma operativa en la Constitución. Según la autora 
citada, en su Artículo 28 la Norma Fundamental impone un mandato tácito a los poderes del 
Estado de no alterar las declaraciones, derechos y garantías contenidas en su texto (422). Esto 
también incluye las decisiones que tome el Poder Judicial respecto de los casos que resuelve, 
dado que en la empresa de resguardar los derechos de los justiciables sería un contrasentido 
que esa misma protección altere las condiciones de goce y ejercicio de esos derechos. Cabe 
destacar, a su vez, que la razonabilidad de esta cláusula también alude al deber que tienen los 
poderes del estado de basar sus actos en los hechos y circunstancias que los motivaron y 
fundadas en derecho vigente, lo que ulteriormente se traduce, como veremos, en el deber de la 
fundamentación razonable de la sentencia judicial que pesa sobre los jueces en un sistema 
republicano. 

10 No obstante, no podemos soslayar que la responsabilidad política de los magistrados tiene 
algunos matices. Según el texto constitucional, los jueces permanecen en su cargo “mientras 
dure su buena conducta”, a la vez que estos podrán ser removidos por las mismas causales que 
los miembros del Congreso, i.e., mal desempeño del cargo y/o delito cometido en ejercicio de 
sus funciones (arts. 53, 110, 115 C.N.). Precisando estos conceptos, la Ley Nº24.397, 
reglamentaria de la actividad del Consejo de la Magistratura, establece las sanciones que la 
comisión disciplinaria de ese órgano podrá imponer a los magistrados por ilícitos cometidos en 
ocasión de su cargo. A fin de asegurar las garantías de imparcialidad e independencia judiciales, 
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B. La fundamentación de la sentencia en la Constitución Nacional y los 
Tratados de Derechos Humanos 
 

Como venimos diciendo, el hecho de que nuestro país haya escogido la forma 

republicana de gobierno coloca al deber de fundamentación, en sentido amplio, no solo 

como uno de los principios políticos que apuntalan la legitimidad de las instituciones, 

sino también como un valor en sí mismo que nos resulta preferible para llevar a cabo un 

ideal de buena vida, en la que ciudadanos responsables puedan dar cuenta de sus actos 

y opiniones frente a otros. Dicho esto, lo cierto es que el deber de fundamentación va 

más allá de ser un mero principio o un aspecto estructural de la República, pues su 

contenido en la Constitución y en normas de igual jerarquía como precepto normativo 

es patente, en particular, en el ámbito que nos atañe: el deber que los magistrados 

tienen de elaborar un pronunciamiento fundado.  

 

Es importante puntualizar, antes que nada, que la empresa de interpretar las 

normas constitucionales no arroja un resultado fijo y cristalizado en el tiempo que ha 

sido así para todas las épocas de nuestra historia, sino que, más bien, tal interpretación 

es un proceso intertemporal que nos da diferentes concepciones en diferentes épocas 

en función de contextos superpuestos sobre el texto interpretado (Dworkin 1986)11. El 

código escrito bien puede ser el mismo por muchos años, pero no necesariamente lo 

son las personas que lo leen o, en el caso de los jueces, las que tienen el trabajo de 

extraer prescripciones operativas de él. Ello se torna más evidente en el caso particular 

del deber de fundamentación de las decisiones judiciales, dado que, si bien podemos 

encontrar referencias a este mandato en la Constitución histórica de 1853/60, su 

protagonismo en el texto de la Norma Fundamental se tornó mayor luego de la 

incorporación de Tratados Internacionales de Derechos Humanos al bloque de 

                                                      
queda expresamente excluida la responsabilidad judicial por el contenido de las decisiones (art. 
14, inc. B y 22). Ahora bien, existe una amplia zona gris en la que el contenido de la decisión 
puede implicar responsabilidad política o incluso penal, v.gr. el delito de prevaricato (art. 269 
C.P.), si la decisión ostenta un manifiesto apartamiento del derecho o una grave deficiencia en 
la motivación, distinto de un mero error o diferencia de criterio en la valoración de los hechos, 
prueba o derecho de un caso (cfr. “Bustos Fierro s/ pedido de enjuiciamiento”, 26/04/2000. 
Disponible aquí). Esto tiene notable incidencia en el deber de fundamentar razonablemente una 
sentencia, puesto que la razonabilidad constituye, entre otras cosas, una medida de la 
ponderación que el juez hace al aplicar derecho a los hechos de un caso (Santiago 2006; 396). 
11 La idea del autor respecto de esta cuestión es incluso más profunda. Según Dworkin, los jueces 
no tienen la obligación de reproducir in eternum la interpretación de las cláusulas constitucionales 
al tiempo de su sanción (originalismo). No obstante, las interpretaciones que hagan generaciones 
subsiguientes de magistrados deben apuntar a mantener una cierta coherencia entre ellas de 
modo que muestren las intenciones del constituyente como producto de una única voluntad 
intertemporal leídas en conjunto. Así lo pone de manifiesto el autor citado con la metáfora de la 
“novela en cadena” (chain novel) (229-232) que describe al derecho como una novela en la que 
cada capítulo es escrito por personas diferentes, pero como si se tratase de un único autor. 

https://www.pjn.gov.ar/Publicaciones/00020/00006914.Pdf
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constitucionalidad12. En cualquier caso, el trazar los contornos, alcances y límites de 

este deber ha sido una tarea continua de interpretación efectuada por los tribunales; en 

particular, y por una cuestión de lógica procesal, aquellos que están en la cima del orden 

jurisdiccional13. 

 

 Comenzando por la Constitución de 1853/60, esta no contuvo cláusulas 

específicas que configuraran un deber de producir decisiones adecuadamente 

fundadas. Antes bien, en su texto este deber podría entenderse como contrapartida del 

sistema republicano (art. 1)14 de las garantías procesales (art. 18)15, de la razonabilidad 

y la sustancia de los derechos (art. 28)16, de los derechos implícitos no enumerados (art. 

33)17 y de la independencia judicial (art. 96, hoy 110)18. Asimismo, bien puede 

entenderse tal deber como implícito en el punto del Preámbulo relativo al afianzamiento 

de la justicia, siendo este un valor seminal en el modo en que los tribunales deben 

realizar su trabajo y, en consecuencia, una condición imprescindible en la elaboración 

de pronunciamientos judiciales19. Sin embargo, no fue sino hasta 1909 que la Corte 

                                                      
12 Mediante la Reforma de 1994, se incorporó el inciso 22 al Artículo 75 (ex 67) que sitúa un 
considerable número de tratados internacionales de derechos humanos en el mismo nivel 
jerárquico de la Constitución y superior a otros tratados internacionales (arts. 27 y 31, C.N.).  
13 En Argentina, así como en otros sistemas republicanos, el Poder Judicial tanto federal como 
de las provincias se organiza en una estructura piramidal. Dependiendo del fuero y del proceso 
específico, la pirámide puede contener más o menos estratos, pero en general se observan tres 
fundamentales: a) una primera instancia, en la que ingresa la contienda y se emite la sentencia 
que sienta la verdad jurídica sobre los hechos discutidos por las partes y el derecho aplicable; b) 
una segunda instancia, a la que se arriba por vía de apelación, en la que se revisa lo decidido 
por la primera; y c) un Tribunal Superior o Corte Suprema. En este último caso, existe una 
diferencia entre el proceso federal y los provinciales: la Corte Suprema Federal solo posee 
competencia extraordinaria, es decir, para aquellos casos suscitados ante jurisdicción federal o 
que tengan por objeto leyes federales (arts. 116 y 117, C.N.; art. 14, Ley Nº48), mientras que los 
Tribunales Superiores o Cortes de provincia son competentes en casos en los que se discute 
derecho común, i.e., civil y comercial, penal, laboral, minería, etc. (arts. 5, 75, inc. 12 y 116 C.N.). 
En el caso particular del deber de razonable fundamentación de la sentencia este orden se 
desdobla, pues no se trata de discutir derecho de una u otra clase. Como veremos más abajo, 
se trata de un elemento estructural que la decisión debe cumplir para ser válida como tal y, por 
lo tanto, trasciende los requisitos de los recursos de apelación pudiendo discutirse ante los 
estratos b) y c) en cualquier orden jurisdiccional y bajo cualquier derecho discutido. 
14 Una de las notas tradicionales de la forma de gobierno republicana que nuestra Constitución 
adopta en el art. 1 es la responsabilidad de todos aquellos que ejercen cargos públicos (Santiago 
2006; 49). Esto, vinculado a lo elaborado en el punto III.A de este trabajo, da sustento a la idea 
de que en nuestro país el deber de fundamentación de la sentencia se encuentra ínsito en la 
forma de gobierno elegida en la Constitución. 
15 “La garantía constitucional del debido proceso legal (art. 18 CN) da fundamento también al 
llamado derecho a la jurisdicción, una de cuyas manifestaciones es el derecho de obtener un 
pronunciamiento justo del órgano jurisdiccional, que resuelva en forma definitiva la controversia 
(sentencia), en un plazo razonable.” (Boretto 2010; 466) 
16 Ver nota 9 más arriba.  
17 SCBA. 23/02/1999. “Blanco, Alfonso c/ Aeropak S.A. s/ daños y perjuicios”. Causa Nº56.599 
18 Santiago (2006; 84). 
19 SCBA. 13/05/2019. “Landívar, Miguel Ángel c/ Principi, Alberto s/ nulidad de venta”. Causa 
Nº94.257 



 16 

Suprema de Justicia de la Nación (“CSJN”) se pronunció sobre la inteligencia del deber 

de fundar adecuadamente las resoluciones judiciales al decidir el caso “Rey, 

Celestino”20 al que siguieron, en similar sentido y años más tarde, los casos “Storani de 

Boidanich”21 y “Carlozzi”22. En todos ellos, la Corte no solo estableció el deber de 

fundamentación como condición general para la emisión de una sentencia dentro del 

sistema judicial argentino, sino que fue incluso más lejos al ampliar su jurisdicción para 

conocer todos los casos en los que tal condición fuese violentada, configurando lo que 

hoy se entiende como doctrina de la arbitrariedad de sentencias (Santiago 2006, 400). 

Mediante ella, el deber bajo análisis se traduce en un requisito de validez de las 

resoluciones – que estas estén debidamente fundadas – cuya ausencia configura una 

decisión arbitraria, infundada y, por ende, contraria a garantías elementales de defensa 

en juicio, de la obtención de un pronunciamiento conforme a derecho y del principio 

republicano de racionalidad de actos de gobierno. Al respecto sostiene Yungano (2010) 

que 

 

[l]a sentencia ha de ser fundada porque ha de justificar “la razonabilidad de la orden 

frente a los justiciables, en el sentido de que debe ser consecuencia razonada del 

derecho vigente y no mero producto de la voluntad discrecional del juez”; el fundamento 

implica la exclusión de toda arbitrariedad; debe ser circunstanciada y correlacionada con 

la índole de la cuestión; debe contener el derecho que rige el caso, derivando 

razonadamente su solución concreta de los preceptos que integran el ordenamiento 

jurídico vigente (872) 

 

Con la reforma constitucional de 1994, la exigencia de fundamentar 

razonablemente las sentencias se vio robustecida23. En primer lugar, se incorporó el 

                                                      
20 Fallos 112:384. 02/12/1909. “Rey, Celestino c/ Rocha, Alfredo y otro”. “El requisito 
constitucional de que nadie puede ser privado de su propiedad, sino en virtud de sentencia 
fundada en ley, da lugar a recursos ante esta Corte en los casos extraordinarios de sentencias 
arbitrarias, desprovistas de todo apoyo legal, fundadas tan solo en la voluntad de los jueces” 
(Considerando 8º) 
21 Fallos 184:187. 26/06/1939. “Storani de Boidanich, Victoria y otros c/ Ansaldi, Imperial y Bovio”. 
“Que la resolución apelada […]  no solo incurre en manifiesta violación de las disposiciones de 
la ley procesal acerca de las sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada (art. 222, Código 
supletorio), sino que se aparta del cumplimiento de la ley para privarlos arbitrariamente de un 
derecho incorporado a su patrimonio, cuya inviolabilidad está asegurada por disposición expresa 
de la Constitución Nacional (art. 17).” (Considerando 6º). 
22 Fallos 207:72. 14/02/1947. “Carlozzi, Domingo c/ Tornese Ballesteros, Miguel y otros s/ cobro 
hipotecario”. “Un pronunciamiento arbitrario y carente de todo fundamento jurídico, no es una 
sentencia judicial, y es obvio que el primer requisito del amparo judicial de los derechos es que 
sea eso, precisamente, amparo judicial, es decir, fundado en la ley de la prueba de los hechos 
formalmente producida” (Considerando 3º). 
23 En la incorporación de estas garantías, las provincias tampoco se han quedado atrás. Algunas 
de ellas han consagrado en sus Constituciones el derecho a la tutela judicial efectiva de forma 
explícita, como es el caso de la Provincia de Buenos Aires (art. 15 Const. Provincial). La adhesión 
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artículo 43, cuyas cláusulas relativas a los mecanismos para proteger derechos (acción 

de amparo, acciones colectivas, hábeas corpus y hábeas data) consagran, junto con 

otros artículos constitucionales, el principio de la tutela judicial efectiva (Rosales Cuello 

y Marino 2014). Según estos autores, el principio incluye, pero no se limita a 

 

el derecho a ocurrir ante los tribunales y obtener una sentencia útil, acceder a una 

instancia judicial ordinaria para lograr el control judicial suficiente sobre lo actuado en 

sede administrativa, acceder a un juez natural e imparcial, a la eliminación de trabas que 

impidan u obstaculicen el acceso a la jurisdicción, a peticionar y obtener tutelas 

cautelares, al aseguramiento del derecho a ser oído y ofrecer y producir prueba antes de 

la sentencia, a una decisión fundada, al recurso, a la ejecución oportuna de la sentencia, 

al desarrollo de un proceso en un plazo razonable, a contar con asistencia letrada… (2) 

 

La importancia de la decisión razonablemente fundada también se acentuó con 

la incorporación del Artículo 75 inciso 22 al texto constitucional. Mediante él, se 

anexaron a la Norma Fundamental numerosos tratados de derechos humanos a los que 

se confirió jerarquía constitucional. Si bien estos no contienen cláusulas específicas 

relativas a la fundamentación de la sentencia, los tratados enumeran una serie de 

amplias garantías procesales relativas a la tutela judicial efectiva (protección de los 

derechos, debido proceso, derecho a ser oído, etc.), entre las que, como vimos, se 

entiende incluida la fundamentación razonable de la sentencia. Entre ellos, encontramos 

el Artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Artículo 10 de 

la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Artículo XVIII de la Declaración 

Americana de Derechos y Deberes del Hombre y el Artículo 8.1 de la Convención 

Americana de Derechos Humanos. 

 

Como podemos ver, la construcción del deber de fundar razonablemente la 

sentencia ha sido una empresa eminentemente dependiente de interpretaciones y 

modificaciones constitucionales a lo largo de nuestra historia. Mientras tanto, la práctica 

legal civil y comercial de todos los días quedó impermeabilizada de estas discusiones 

por un siglo y medio hasta el 2015. En ese año, no sólo se sancionó el Código Civil y 

                                                      
más notable ocurre en el deber de producir decisiones judiciales fundadas y ajustadas a derecho, 
al que varias provincias colocaron en sus cartas fundamentales como parte del plexo de 
derechos o bien como elemento operativo de sus poderes judiciales (art. 95 de la Const. de Santa 
Fe, art. 171 de la Const. de Bs.As., art. 8 de la Const. de La Pampa, art. 65 de la Const. de Entre 
Ríos, art. 152 de la Const. de Tierra del Fuego, art. 16 de la Const. de Mendoza, art. 44 seg. 
párr. de la Cont. del Chubut, arts. 35, 39 y 210 de la Const. de San Luis, art. 67 de la Const. de 
Córdoba).  
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Comercial, sino que, con él, se le dijo adiós a toda una concepción del derecho, del rol 

del juez y de una sentencia harto maduros para los tiempos que nos tocan vivir. 

 

C. El nuevo Código Civil y Comercial y la sentencia razonablemente 
fundada: el Artículo 3º y sus implicancias 
 

Luego de este recorrido por los aspectos políticos y constitucionales que hacen 

al deber de dictar una sentencia fundada, llegamos al último hito normativo que tenemos 

hoy en día: el nuevo Código Civil y Comercial. En rigor, no se trata de algo diferente a 

lo que venimos analizando, dado que este nuevo cuerpo legal viene a consagrar, de 

distintas formas, todo lo anterior. Esto hace que su llegada merezca una atención 

especial no solo por temas afines a nuestro trabajo, sino también por el alcance global 

de la reforma como modificador sustancial del ordenamiento legal y del sistema judicial 

(Kemelmajer de Carlucci 2015).  

 

En particular, una de las notas salientes del nuevo Código es el artículo 3º, que 

literalmente, establece el deber del juez de resolver los casos mediante una sentencia 

razonablemente fundada. No obstante, la simplicidad en la redacción de la cláusula, su 

contenido es mucho más amplio y complejo24. Por razones que exceden el objeto de 

estudio de este trabajo, no nos detendremos exhaustivamente sobre esas 

complejidades; sin embargo, consideramos importante esbozar brevemente su 

contenido desde dos puntos de vista posibles, a fin de tener una comprensión general 

y suficiente para la cuestión que queremos plantear. 

 

i. Implicancia analítica 
 

En primer lugar, sostenemos que este artículo tiene para la práctica una 

implicancia analítica, esto es, que a partir de su texto nos vemos movidos a efectuar una 

lectura ordenada de la sentencia en búsqueda del desarrollo de un proceso 

argumentativo. Ocurre que, según el artículo 3º, las sentencias no solo deben estar 

fundadas, sino que esa fundamentación debe ser razonable. Ahora bien, el piso 

establecido de razonabilidad puede dar pie a un exhaustivo análisis sobre el tema, dado 

que, en la práctica jurídica argentina, tal término se emplea para designar al mismo 

tiempo un estándar de control judicial de las decisiones de los otros poderes políticos 

(Cayuso 2013; 1035) como un mandato de optimización (o de justicia distributiva) que 

                                                      
24 Para una mayor exhaustividad y análisis respecto del contenido de esta norma, ver Powell, F. 
N. 2017. La razonabilidad procedural de la fundamentación de las decisiones judiciales. Trabajo 
de Graduación: Universidad de San Andrés. Disponible aquí.  

http://repositorio.udesa.edu.ar/jspui/bitstream/10908/15608/1/%5bP%5d%5bW%5d%20T.%20G.%20Abo.%20Powell%2c%20Francisco%20Nicolás.pdf
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el Estado en su totalidad debe seguir a la hora de hacer valer los derechos de sus 

habitantes25. Consideramos que tales aplicaciones del principio, si bien relacionadas 

con lo que aquí discutimos, extralimitan el contenido de la norma en cuestión, pues en 

este caso lo “razonable” del artículo 3º obedece a aquello que sencillamente carece de 

arbitrariedad26. Siguiendo a Falcón (2006), 

 

[l]a autoridad encierra una paradoja moral en tanto ella intenta disponer de mi libertad, 

pero el modo de resolverla es invocando razones que puedan justificar aquella conducta 

que se prescribe. […]. Los ciudadanos nos merecemos que aquel que dispone de 

nuestra libertad, llegándonos a imponer gravosos deberes, procure convencernos a 

través de un diálogo racional donde se esgriman igualitariamente argumentos y 

contraargumentos. No es una orden estrictamente humana aquella que prescinde de 

razones serias, coherentes, fundadas y exhaustivas (557). 

 

Para Linares Quintana (1987), lo razonable es por definición lo que va “conforme 

a la razón, justo, moderado, prudente, todo aquello que dicte el sentido común” (122). 

En este sentido, siguen los autores, no se trata de lo racional – aun cuando ambos 

términos tengan la misma raíz etimológica – sino de ofrecer “buenas razones”, i.e., 

aceptables, para pensar un problema jurídico en uno u otro sentido (Atienza 2013; 565). 

Por su lado, la aceptabilidad de lo ofrecido como razonamiento dependerá del grado de 

adhesión por parte de los destinatarios de ese discurso argumentativo, llamados en 

conjunto “auditorio” (Perelman 2000; 143) Según el autor citado, es el auditorio quien 

determina, a la luz de situaciones comunes y significantes para la mayoría de ellos, la 

validez de las tesis propuestas por el orador y no necesariamente la rigurosidad lógica 

del razonamiento, pues es a través de un buen conocimiento de lo que causa empatía 

en el auditorio que el orador logrará el objetivo último de persuadirlo (146). En el campo 

                                                      
25 Fallos 335:452. 28/04/2012. “Q.C.S.Y. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”. 
“Lo razonable en estos casos está relacionado con el principio que “manda desarrollar las 
libertades y derechos individuales hasta el nivel más alto compatible con su igual distribución 
entre todos los sujetos que conviven en una sociedad dada, así ́como introducir desigualdades 
excepcionales con la finalidad de maximizar la porción que corresponde al grupo de los menos 
favorecidos” (Consid 12º). Ver en igual sentido Rawls (1971). 
26 Al margen de la opinión de la doctrina sobre este punto, este es el actual entendimiento de la 
razonabilidad en tanto garantía integrante del debido proceso por parte de los tribunales 
internacionales encargados de la protección de derechos humanos en sus respectivos sistemas 
regionales. Por ejemplo, en Apitz Barbera v. Venezuela, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha establecido que “las decisiones que adopten los órganos internos que puedan 
afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían 
decisiones arbitrarias” (párr. 78). En similar sentido se expresó la Corte Europea de Derechos 
Humanos en Hadjianastassiou v. Grecia (p. 8 §23) y Suominen v. Finlandia (§34). A su vez, en 
Forum of Conscience v. Sierra Leona, la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos puso de manifiesto la obligatoriedad de los Estados de ofrecer decisiones judiciales 
fundadas en casos en los que se disponga la pena de muerte para el acusado (parr. 17). 
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de la decisión judicial, esto cobra mayor sentido, dado que es el juez quien mediante 

sus sentencias busca convencer a distintos auditorios (las partes, los poderes del 

Estado, la sociedad en general) de lo aceptable de su decisión respecto del caso que 

fue sometido a su jurisdicción. De esta manera, la razonabilidad del Artículo 3º pone en 

cabeza del juez la necesidad de explicitar aquellas perspectivas que permitan inferir al 

lector la construcción de un razonamiento consistente, no solo con los elementos 

fácticos y los mandatos legales y constitucionales que estén en juego, sino también con 

los elementos circundantes del caso y la repercusión de lo decidido sobre los 

justiciables, los poderes del Estado y la sociedad en general (Lorenzetti 2014; 41)27. 

 

ii. Implicancia sistémica 
 

La segunda aproximación que puede efectuarse sobre el Artículo 3º, que hemos 

dado en llamar implicancia sistémica, es una en la que la norma nos invita a pensar la 

sentencia razonablemente fundada como parte de una maquinaria más compleja (la 

procesal) en la que interactúan, como en toda máquina, distintos componentes con un 

determinado fin (Rivas 2005; 305-306). Esta finalidad tiene por objeto, siguiendo a Vigo 

(2015), la averiguación de la verdad, la posibilidad de esclarecer los puntos 

contenciosos traídos por las partes y que, en última instancia, dé como resultado una 

asignación de recursos lo más cercana posible al desarrollo de los hechos (1229). La 

introducción del Artículo 3º, en este sentido, nos invita a pensar de qué formas la 

fundamentación razonable de la sentencia se integra a la finalidad antes referida.  

 

Entendemos que una modificación legislativa, por sí sola, no es suficiente para 

tornar operativos los cambios que ella trae. Más aún, dado que esta reforma introduce 

exigencias previamente ausentes, a partir de ella se torna imperioso adaptar los 

cambios a la práctica ya existente a fin de que sean efectivos. En particular, en lo que 

hace al mandato de la sentencia razonablemente fundada, compartimos la perspectiva 

de Grajales y Negri (2016) quienes mencionan que 

 

Además del “marco general”, en la argumentación tenemos el “contexto”; es decir, los 

factores contextuales de la comunicación que inciden directamente en el resultado, y que 

                                                      
27 Ahora bien, para que los miembros del auditorio logren convalidar las premisas vertidas por el 
magistrado, debe poder desarrollarse, en palabras de Lorenzetti (2014) “un proceso 
argumentativo susceptible de control judicial (39). En similar sentido, la CSJN ha dicho en 
“Nicolai, J. A. y Diaz J. E. s/encubrimiento (Fallos 324:1365)” que “el omitir desarrollar una 
argumentación que posibilite su refutación jurídica, descalifica, sin duda, la decisión como acto 
judicial, pues tal práctica impide desentrañar el proceso lógico empleado en ella.” (Consid. IV, 
voto del Procurador General).  
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deben tenerse siempre presentes para que las razones ofrecidas tengan el efecto 

buscado. Vale decir, entonces, que las circunstancias concretas en las que se despliega 

la tarea argumentativa afectan el resultado de la argumentación (143). 

 

Y que  

 

Si la solución de los casos judiciales debe ser dada por una decisión razonablemente 

fundada, resulta necesario contar con un marco que lo posibilite. […]. Las reglas 

procesales, consecuentemente, deben brindar las condiciones que posibiliten dicha 

praxis por los sujetos del proceso (201). 

 

Estos autores nos invitan a pensar sobre la razonabilidad en términos más 

amplios, en los que se involucra no solo la discusión de reglas, principios y estándares 

con relación a los hechos de un caso, sino también que la formación de razonabilidad 

de una decisión tiene lugar mucho antes de la sentencia en sí misma: en el proceso. 

Según Atienza (2013), los problemas jurídicos no son operaciones de deducción teórica, 

sino que se refieren a supuestos de hecho del mundo exterior surgidos a raíz de un 

problema real o potencial entre personas (645-646)28. A fin de poder dar la importancia 

necesaria, entonces, a la quaestio facti, es necesario contar con un marco procesal que 

le permita al juez visualizar con claridad los hechos del caso, para así poder también 

ofrecer sobre ellos las mejores razones, i.e., las más aceptables, que den fundamento 

a la decisión a la que arribe eventualmente. Esto implica que la razonabilidad, además 

de ser construida desde el derecho, debe forjarse desde los hechos que han excitado 

la competencia de los tribunales como elemento para configurar una decisión válida 

(Aliste Santos 2011; 287). Si los hechos no están claros, tampoco lo estará el supuesto 

jurídico que deberá ser objeto de la aplicación del derecho; por ende, la razonabilidad 

con la que el juez debe decidir será defectuosa o incompleta.  

 

En vista de esta aproximación, deviene necesario pensar en cómo los hechos 

son volcados desde su ocurrencia en el mundo al íter procesal y si en ese movimiento 

algo no se está perdiendo. El Artículo 3º nos invita a pensar cómo se hará efectiva esta 

operación en una práctica heredera de una tradición exegética, en la que la 

fundamentación razonable no era parte de los elementos necesarios para elaborar una 

decisión válida (Latorre1974; 90-91). Nos mueve, a su vez, a pensar en el rol que tiene 

en la transición desde un paradigma legalista hacia uno en el que se da la plena vigencia 

                                                      
28 En este sentido sostiene Chaimet (2010) que “[e]n la operatividad práctica y especialmente en 
la aplicación judicial, el sentido de las normas no es desligable por entero de su incidencia en los 
hechos” (895).  
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del Estado Constitucional de Derecho, en el que las garantías procesales – como la que 

aquí estudiamos – son parte integrante del sistema decisorio y están presentes desde 

el primer momento.  

Esencialmente, es en este último punto de la implicancia sistémica que se afinca 

el análisis de este trabajo: el Artículo 3º – y todo lo que este representa – nos plantea la 

necesidad de pensar si nuestro proceso civil se encuentra aggiornado a las exigencias 

actuales en materia legislativa y constitucional para obtener un pronunciamiento 

razonablemente fundado. De lograr esto depende también reconsiderar el trabajo que 

tiene el juez en el proceso y qué alternativas existen para llevarlo a la realidad.  
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IV. EL ROL DEL JUEZ EN LA OBTENCIÓN DE UNA SENTENCIA FUNDADA 
 

A diferencia de otro tipo de procesos, el civil y comercial no es automático ni 

autónomo, sino que depende de la participación de varias personas para hacerlo 

avanzar hasta que culmine. Entre abogados, partes, testigos, peritos, secretarios, 

empleados del juzgado y jueces se establecen relaciones encadenadas y divisiones 

claras de trabajo a fin de que cada uno de ellos aporte lo necesario para conducir el 

proceso hacia su modo de terminación por excelencia: la sentencia civil y comercial29. 

En el caso particular del juez, como hemos visto, las normas constitucionales y principios 

políticos regentes de nuestro sistema republicano le han asignado, progresivamente, un 

claro margen de responsabilidad respecto de las sentencias que emite y, más aún, la 

necesidad de que estas cumplan la exigencia de una mínima fundamentación 

razonable. Sin embargo, en el marco de una concepción puramente legalista como 

aquella del antiguo Código Civil, el papel del juez quedaba relegado al de un árbitro 

neutral, quien dejaba que las partes llevaran el proceso conforme sus propios intereses. 

Durante décadas, y aún a pesar de las modificaciones en las leyes procesales se fue 

creando la figura de un juez con cada vez más poder legal, pero con poca efectividad 

práctica, pues el proceso era llevado por las partes y, lo que estas no requerían, el juez 

no hacía (Chayer y Marcet 2016; 21)30.  

 

Con las incorporaciones de los tratados de derechos humanos a la Constitución 

y, posteriormente, con la entrada en vigor del CCyCN, este debate comenzó a ser más 

difícil de eludir. El amplio plexo de derechos operativos, la tutela judicial efectiva, los 

intereses homogéneos y la plena vigencia del Estado Constitucional de Derecho, entre 

otras, llegaron para poner en tela de juicio el tradicional rol del magistrado como simple 

espectador neutral de un diálogo diferido y privado entre las partes para reclamarle una 

mayor participación e involucramiento en el decisorio (Kemelmajer de Carlucci 2015). A 

                                                      
29 En la legislación procesal vigente en nuestro país, los modos de terminar el proceso se definen 
por oposición a la sentencia, que es la forma “natural” o esperada de poner fin a una disputa civil 
y comercial. Los otros modos, llamados “anormales” se distinguen de la sentencia por no 
involucrar necesariamente la resolución del caso contencioso resultante del proceso, sino que 
pueden adoptar otras soluciones o simplemente ninguna con relación a las cuestiones 
planteadas originalmente al juez. De ahí que se consideren “anormales”, pues implica un uso 
distinto (o nulo) de la maquinaria procesal a los fines originalmente previstos para ella (Falcón 
2006; 649-651). Entre los modos anormales de terminación del proceso encontramos el 
desistimiento, el allanamiento, la conciliación, la transacción y la caducidad de instancia.  
30 Según explican los autores citados, esta tendencia se dio a partir de un entendimiento erróneo 
en el ámbito práctico del principio dispositivo, según el cual las partes tienen plena libertad para 
disponer de sus pretensiones y de los hechos alegados. Llevado a un extremo interpretativo, 
este significado implica que las partes son absolutas dueñas del proceso y sus tiempos (Chayer 
y Marcet 2016; 21). 
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su vez, la creciente demanda de justicia y de acudir a los tribunales para proteger ese 

cuerpo de derechos comenzó a demandar jueces más perspicaces y atentos a los 

planteos de las partes, pues los conflictos comienzan a involucrar cada vez más 

intereses de la sociedad, i.e., ambientales, sociales, económicos, que trascienden el 

clásico binomio actor-demandado (Puga 2013). 

 

En esa línea de razonamiento, el Artículo 3º del CCyCN pone el deber de 

resolver un caso, más aun, de fundarlo razonablemente, en cabeza del juez. Entendido 

sistémicamente, esto implica a nuestro juicio que el juez debe hacer uso del proceso de 

una forma de obtener de él los mejores indicios, i.e., los más aceptables, para fundar su 

sentencia31. A su vez, este deber se complementa con la normativa constitucional y 

convencional relativa a garantías judiciales que, como mencionamos más arriba, le 

confieren al juez un alto grado de responsabilidad por las decisiones que emita. A la luz 

de esto, nos vemos en la necesidad de esbozar algunos comentarios sobre el rol del 

juez y como utiliza los medios procesales a su disposición para llegar a una decisión de 

tales características.  

 

A. Paradigmas sobre los que se apoya la tarea de decidir 
 

Siguiendo la terminología de Kuhn (2006), un paradigma es una “constelación 

de creencias, valores, técnicas, etc., que comparten los miembros de una comunidad 

dada” (269). A su vez, un paradigma es algo compartido por los miembros de una 

comunidad científica y, por oposición, una comunidad científica se compone de 

personas que comparten paradigmas (271). En lo que respecta al rol del juez en el 

proceso, la doctrina procesalista en nuestro país ha estado históricamente dividida. 

Algunos han favorecido un rol más activo del magistrado en lo que respecta a sus 

facultades y, particularmente, a la necesidad de llevar justicia al caso concreto. Otros, 

en cambio, han defendido un rol más limitado de la función judicial como mera 

espectadora de los acontecimientos, dejando el proceso librado a la voluntad de las 

partes. Hoy en día, estas dos posturas, activismo y garantismo, encuentran su razón de 

existir tanto en disposiciones de las leyes procesales como en la práctica tribunalicia, a 

lo que se suma la introducción del CCyCN, en cuyo texto encontramos un número 

considerable de artículos dedicados al proceso y un cabal protagonismo del juez en 

ellos. Proponemos, a continuación, analizar más en detalle los paradigmas respecto del 

                                                      
31 Esto también se colige con la obligación stricto sensu de fundar razonablemente la sentencia, 
dado que, como vimos más arriba, el juez deberá dar razones (las mejores que consiga) para 
decidir el caso de la forma en la que lo hace. 
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rol del juez que encontramos en la doctrina procesalista argentina y cómo el CCyCN 

impacta en esa histórica discusión, a fin de ver cómo queda configurado el rol del juez 

de cara a poder tomar una decisión razonable sobre el caso que tiene al frente. 

 

i. El “juez director” o activista 
 

En sencillas palabras, el paradigma del juez activista nos presenta al magistrado 

como un funcionario que, ante su deber de pronunciarse en un caso, no adopta una 

actitud pasiva o inerte, sino que se involucra de alguna forma en aquello que se discute 

en el pleito32. Este involucramiento puede ocurrir de distintas formas, entre las que se 

destacan: 

▪ Adoptar soluciones innovadoras para casos no regulados por la ley mediante 

técnicas interpretativas (Marianello 2012); 

▪ Exhortar a los otros poderes del Estado a tomar medidas en un sentido 

favorecedor hacia casos similares al resuelto33; 

▪ Declarar de oficio la inconstitucionalidad de las normas34; 

▪ Ampliar las garantías procesales existentes para proteger derechos implícitos 

(art. 33 CN)35; 

▪ Establecer sentencias que actúen como modelo de conducta para el Estado y la 

sociedad (Marianello 2012). 

 

Por otro lado, y siendo de particular interés para nuestro trabajo, un juez activista 

es aquel que se vale de las normas procesales para satisfacer materialmente las 

pretensiones de las partes de forma rápida y con el menor costo económico posible 

(Sprovieri y Beade 2016; 87). Esto implica una posibilidad de intervención por parte del 

magistrado en los hitos procesales a fin de evitar que estos se extiendan más de lo 

necesario y que las partes se adueñen del recurso público justicia de forma indebida 

(Sendra 1987; 29). A su vez, el juez activista tiene el rol de impedir que la parte más 

astuta utilice los medios que brinda el proceso de forma abusiva, haciendo peticiones 

inconducentes o que no tienen correlato alguno con la pretensión perseguida con la 

única finalidad de dilatar los tiempos del diferendo (33). El funcionario judicial, por lo 

                                                      
32 Así lo definen quienes comparten este paradigma, entre ellos(2008), Peyrano (1978), Couture 
(1945) y Morello (2003). 
33 CSJN.08/07/2008. “Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ daños y 
perjuicios”. Fallos 331:1622. 
34 CSJN. 27/09/2001. “Mill de Pereyra, Rita y otros c/ Pcia de Corrientes”. Fallos 324:3219. 
35 CSJN. 27/11/1986. “Sejean, J. B. c/ Zaks de Sejean, A.M.”. Fallos 308:2268. 
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tanto, se erige en “director” del proceso, tomando el control de su desarrollo y haciéndolo 

avanzar hasta su culminación.  

 

En nuestro país, el paradigma del activismo judicial se ha ido consolidando como 

mayoritario al amparo de la sanción del Código Procesal Civil y Comercial Nacional 

(“CPCCN”) vigente desde 196836, así como también bajo sus respectivas 

modificaciones, entre las que se destaca la reforma integral ocurrida en el año 2001 por 

medio de la Ley 25.48837. En el cuerpo de derecho adjetivo podemos encontrar un gran 

número de disposiciones que orientan la labor del juez hacia una posición activa y le 

otorgan considerables poderes de dirección. Entre ellos, encontramos el deber legal de 

“dirigir el procedimiento” (Art. 34, inc. 5), el de concentrar en un mismo acto las 

diligencias a realizar y procurando economía procesal en cada una de ellas (ibid., a) y 

e)). A su vez, el magistrado cuenta con un amplio abanico de facultades ordenatorias e 

instructorias (art. 36), algunas de ellas también deberes desde la reforma del 2001, 

como ser: tomar medidas tendientes a evitar que el proceso se paralice (inc. 1); proponer 

a las partes formas de disminuir cuestiones litigiosas surgidas en el proceso, incluyendo 

el incentivo a utilizar métodos alternativos de resolución de conflictos (incs. 2 y 3); 

ordenar las diligencias necesarias para esclarecer la verdad de los hechos (inc. 4) e 

impulsar el proceso de oficio cuando haya en juego intereses de menores o personas 

con capacidad restringida (inc. 5). Todo ello, sin perjuicio de facultades disciplinarias 

generales (arts. 35 y 37) de otras facultades especiales38 esparcidas por la ley ritual que 

consolidan el rol del juez como un interventor activo en la consecución de los fines 

procesales y, por ende, reafirman la postura de un juez activista y participativo. 

 

                                                      
36 CPCCN. 1968. Ley Nº17.454. B.O. 07/11/1967. 
37 CPCCN. Modificaciones. 2001. Ley Nº25.488. B.O. 22/11/2001. 
38 Entre otras facultades instructorias, pueden los jueces de oficio interrogar a las partes en la 
audiencia de absolución de posiciones (art. 415); pedir a las partes las explicaciones que 
estimaren necesarias (art. 438); carear testigos entre sí o con las partes (art. 448 CPCCN); 
disponer la declaración de testigos mencionados por las partes y ordenar que sean examinados 
los ya interrogados, para proceder al careo o aclarar sus declaraciones (art. 452 CPCCN); 
agregar nuevos puntos de pericia a los propuestos por las partes (art. 460 CPCCN); ordenar: 1) 
la ejecución de planos, relevamientos, reproducciones fotográficas, cinematográficas o de otra 
especie, de objetos, documentos o lugares, con empleo de medios o instrumentos mecánicos; 
2) exámenes científicos necesarios para el mejor esclarecimiento de los hechos controvertidos; 
3) reconstrucción de hechos, para comprobar si se han producido o pudieron realizarse de una 
manera determinada (art. 475 CPCCN); ordenar que los peritos den las explicaciones que se 
consideraren convenientes y disponer, cuando lo estimaren necesario, que se practique otra 
pericia, o se perfeccione o amplíe la anterior, por los mismos peritos u otros de su elección (art. 
475, aps. 1 y 3 CPCCN); y ordenar el reconocimiento judicial de lugares o de cosas, “así como 
la concurrencia de peritos y testigos a dicho acto (art. 479 CPCCN); Sprovieri y Beade (2016). 
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De esta manera, la dinámica del juez activista con relación a la razonable 

motivación de las decisiones radica, esencialmente, en sus amplios poderes. Estas 

potencialidades le permiten echar mano sobre el conflicto, desmenuzarlo, ver sus 

puntos débiles y fortalezas, encargar medidas para probar mejor un supuesto de hecho 

poco claro, llamar testigos a interrogatorio, entre otras facultades que le dan una 

perspectiva macro de la contienda y, por lo tanto, mejores premisas para fundar sus 

argumentos a la hora de decidir. Es también por esta misma razón que algunas de las 

características del activismo descritas más arriba cobran sentido, pues gracias a un 

mejor conocimiento del caso, le será más sencillo al juez orquestar soluciones creativas, 

innovadoras y que amparen los derechos en juego de los justiciables. No obstante, a 

este paradigma se le han levantado fuertes críticas, principalmente, por poner en riesgo 

la imparcialidad e independencia del juez respecto del litigio, aspectos por demás clave 

para el correcto ejercicio de la función jurisdiccional. 

 

ii. El garantismo procesal 
 

 A modo de “contraparadigma”, las oposiciones a los poderes amplios del juez 

para dirigir el proceso se consolidaron en una escuela diferenciada: el garantismo 

procesal39. Contrario a la postura antes descrita, el garantismo defiende la idea de un 

juez que toma distancia del pleito y no se involucra en el proceso que, por definición, es 

de las partes y no del funcionario. En palabras de Alvarado Velloso (2002) el proceso 

civil 

Es un método bilateral en el cual dos sujetos naturalmente desiguales discuten 

pacíficamente en igualdad jurídica asegurada por un tercero imparcial que actúa al efecto 

en carácter de autoridad, dirigiendo y regulando el debate para, llegado el caso, 

sentenciar la pretensión discutida. […]. Como natural consecuencia de ello, el juez 

actuante en el litigio carece de todo poder impulsorio, debe aceptar como ciertos los 

hechos admitidos por las partes, así como conformarse con los medios de confirmación 

que ellas aportan y debe resolver ajustándose estrictamente a los que es materia de 

controversia en función de lo que fue afirmado y negado en las etapas respectivas. (Cita 

online) 

 

Esta postura se afinca en la idea de que, a diferencia de otros procesos, el civil 

no tiene prevista la actuación oficiosa del juez para iniciarse, sino que en él rige 

plenamente el principio dispositivo. Por imperio de este, son las partes, actor y 

                                                      
39 Entre los exponentes del garantismo, se destaca Alvarado Velloso (2006) como procesalista 
de peso a nivel nacional. 

https://campus.academiadederecho.org/upload/webs/sistemasproc/sistemas.htm#_[1]_El_presente_texto,_con_algunas_
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demandado, quienes exclusivamente tienen poder para aportar los hechos litigiosos y, 

de esta forma, delimitar el marco decisorio del juez a esas cuestiones sin que pueda 

pronunciarse más allá de lo solicitado, de lo que se sigue que sean ellas las encargadas 

de ofrecer la prueba, pedir caducidades de plazos, solicitar diligenciamientos y ocuparse 

en general de la marcha del proceso hasta su culminación. De esta forma, para el 

garantismo, el verdadero poder del juez queda acotado solo a la sentencia, que por 

definición es donde se configura el rol natural del magistrado de “decir el derecho” 

(Alvarado Velloso 2002). 

 

Asimismo, y en función de lo anterior, la tesis garantista plantea que el proceso 

civil se trata de un método pacifico de debate dialéctico, en el que las partes, siguiendo 

un modelo acusatorio, se encuentran en pie de igualdad ante el juez, quien no puede ni 

debe ceñir su imparcialidad de juzgar ante las cuestiones planteadas y debe quedar lo 

más distante posible del desarrollo del pleito (Sprovieri y Beade 2016). Esta tesis es 

sostenida con apoyo en los derechos de la Constitución liberal clásica, i.e., igualdad 

ante la ley (art. 16) y debido proceso (art. 18) lo que a su vez da fundamento a las críticas 

dirigidas al activismo. Para el garantismo, el involucramiento del juez en el proceso 

importa que este se haga parte del pleito bilateral al inmiscuirse en cuestiones que por 

imperio del principio dispositivo no le son propias. Si el funcionario considera que existe 

un hecho que no fue lo suficientemente probado por una parte, o que conviene efectuar 

mayores diligencias probatorias sobre otra cuestión, se está afectando la garantía de 

imparcialidad y de igualdad de trato entre los contendientes, lo que equivale a que el 

juez tenga interés personal en el resultado del litigio y se transforme en parte de él, sea 

como si fuese actor o demandado. El proceso, entonces, no es otra cosa que un límite 

de averiguación de la verdad impuesto al Estado, a partir del cual las partes discutirán 

lo que es propio de ellas, hasta donde ellas estimen necesario, y que el poder público 

no podrá violentar a riesgo de transformarse en lo opuesto a la protección de los 

derechos: un peligro para sus propios ciudadanos con conductas propias de un régimen 

totalitario (Alvarado Velloso 2002).  

 

 Por estas razones, dado su limitado marco de actuación, la relación del juez 

garantista con la sentencia razonablemente fundada se centra en la sencilla operación 

de subsumir el derecho a los hechos que las partes, en sus mejores oportunidades, le 

aportaron durante el transcurso del proceso. Luego de dar el espacio necesario para 

que los contendientes, en paridad legal, puedan establecer un diálogo argumentativo 

bilateral, el magistrado recolectará los elementos fácticos desprendidos de ese “diálogo 

de iguales” para aplicarles la norma que mejor se encuadre en lo probado por ellos. La 
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razonabilidad, o mejor dicho la suficiencia, se encuentra en el propio intercambio entre 

los justiciables que, de entrometerse el juez, podría verse severamente afectada. 

 

B. El Código Civil y Comercial y las facultades judiciales 
 

Como observábamos, la dicotomía activismo-garantismo parece dividir las aguas 

entre los procesalistas argentinos sobre la base de un criterio raíz: la cantidad de 

poderes con los que cuenta el juez en la conducción del proceso. Sin embargo, ello se 

ha dado así sobre la base de las normas procesales vigentes hasta el momento, 

sancionadas al amparo de un código civil decimonónico, en el que el juez, las partes y 

el proceso desempeñaban un rol diferente al propuesto por la nueva legislación. En 

principio, con la introducción del CCyCN a la práctica jurídica, esta discusión parece 

haberse escorado finalmente hacia la consolidación del modelo activista, pues varias de 

sus disposiciones llaman al magistrado a intervenir en el proceso mucho más de lo que 

lo hacía su antecesor40. No obstante, creemos que el rol de la judicatura en la clave 

propuesta por el nuevo ordenamiento aporta también elementos que sobrepasan esta 

irreconciliable discusión: no se trata, a nuestro juicio, de que el juez tenga más o menos 

poderes o intervenga más o menos en los diferentes estadios del proceso, sino que se 

trata de pensar un rol y poderes diferentes para el magistrado. 

 

En este sentido, consideramos que el CCyCN sitúa al juez en el perfil de 

“administrador” del proceso judicial. Las raíces de este modelo se hallan en la llamada 

doctrina del Case Management norteamericana que, esencialmente, coloca al juez en 

el rol de organizador de la actividad jurisdiccional a fin de que el proceso pueda 

progresar hacia su culminación (Richey 1993; 181). Una vez iniciado un proceso, este 

se aparta de la esfera estrictamente privada de las partes y se convierte en un problema 

público, en el que tanto estas, sus abogados y el tribunal colaboran mutuamente para 

que el pleito sea resuelto en el menor tiempo posible e insumiendo la menor cantidad 

de recursos, dado que estos podrían ser vertidos en solucionar otros conflictos que el 

juzgado tiene en puerta (Neubauer 1978; 223). Dentro de los roles que tiene cada uno, 

                                                      
40 Según Hankovits (2016), “[e]l nuevo ordenamiento civil y comercial de la Nación evidencia la 
necesidad de adopción de este modelo. En efecto, mientras que el Código Civil (en adelante, 
CC) menciona las voces juez o jueces en 300 oportunidades (lo que hace al 6,25% de su extenso 
articulado), el Código Civil y Comercial vigente lo hace 374 veces (esto es, el 10,45% respecto 
del total de sus normas). Del mismo modo, en tanto el CC posee 10 artículos que requieren 
actividad oficiosa del juez (lo que equivale al 0,25% de su texto), el CCyC lo prescribe en 28 
disposiciones (el 1,05 % de lo allí legislado); a su vez, mientras que el CC tiene 13 pres-cripciones 
legales que señalan audiencias (lo que equivale al 0,32 %) el CCyC ostenta 16 artículos en ese 
sentido (esto es, un 0,60% de lo allí regulado) (148). 
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el magistrado asume el de administrar el recurso más limitado de una contienda, el 

tiempo, al fijar en una suerte de “calendario” del juzgado las fechas y vencimientos 

relevantes que hacen a la marcha eficiente del pleito, como ser el límite para contestar 

un traslado, el cierre del período probatorio o la fecha de celebración de una audiencia, 

haciendo que una vez cumplidos esos plazos se pase inmediatamente a la etapa 

siguiente en orden preclusivo. Ello, con la finalidad de evitar que una disputa ocupe toda 

la atención del tribunal frente a las otras que también esperan su turno para avanzar 

(Newman 1985; 1644).  

 

Ahora bien, ¿cómo se inserta esta dinámica en el CCyCN? Como 

mencionábamos, el nuevo cuerpo normativo trae consigo varias disposiciones relativas 

al trabajo del juez dentro del proceso. En primer lugar, este énfasis está puesto sobre la 

necesidad de que el juez mantenga un contacto inmediato con las partes mediante 

audiencias, lo que ya de por sí suma una considerable carga de trabajo para el 

magistrado y una consecuente necesidad de organizar el tiempo que se dedicará a cada 

una. Esto puede encontrarse en normas esparcidas por todo el Código, siendo de 

ejemplo las siguientes: 

▪ En el proceso de restricción de la capacidad, el juez debe entrevistar 

personalmente al interesado juntamente con su letrado previo a dictar cualquier 

resolución (art. 35). A su vez, el magistrado tiene el deber de revisar la sentencia 

limitativa de la capacidad cada tres años mediando audiencia personal con el 

interdicto (art. 40). 

▪ En lo relativo al discernimiento de la tutela de personas menores de edad, el juez 

debe mantener una audiencia, previo a la sentencia con el niño, niña o 

adolescente (art. 113). 

▪ En el proceso de divorcio, la propuesta para regular sus efectos que deben 

acompañar los cónyuges será evaluada por el juez en una audiencia con estos 

(art. 438). 

▪ En el proceso de adopción, a fin de poder obtener la declaración de situación de 

adoptabilidad, el funcionario debe mantener una entrevista personal con el niño 

cuya adoptabilidad se pretende y con los progenitores de este, si existiesen (art. 

609, inc. b)). Luego, previo a la adopción propiamente dicha, el juez celebrará 

audiencias privadas con el pretenso adoptado y con los adoptantes (art. 617, 

incs. b) y e)). 

▪ Con relación a la determinación de la responsabilidad parental, si hubiese 

desacuerdo entre los progenitores, el juez resolverá el diferendo en audiencia 

con estos y con intervención del Ministerio Público (art. 642). Asimismo, si uno 
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de los progenitores se opusiese a que el hijo adolescente inicie una acción civil 

contra un tercero, el juez, previa audiencia con el oponente y con intervención 

del Ministerio Público, podrá autorizarlo a intervenir en el proceso con asistencia 

letrada (art. 679). 

▪ En cuestiones patrimoniales, si el acreedor o el constituyente de una prenda de 

cosas tienen razones para temer su destrucción pueden pedir la venta del bien 

o sustituir la prenda por otra garantía real equivalente hasta tanto se presente 

ocasión favorable para la venta, previa autorización judicial y mediando 

audiencia con el acreedor (art. 2228). Por su parte, en el proceso sucesorio, si 

por cualquier causa cesa el albaceazgo y persiste la necesidad de llenar el cargo, 

el juez lo hará con audiencia de herederos y legatarios (art. 2531). 

 

En segundo lugar, el CCyCN establece cuantiosas disposiciones en materia de 

prueba que se apartan del antiguo brocardo latino probatio actori incumbit y distribuyen 

de un modo más eficiente las cargas probatorias, según cuál sea el derecho de fondo 

debatido y en consideración de quienes se encuentran en mejores condiciones para 

realizarlas. Así tenemos, a modo de ejemplo, las siguientes: 

▪ En procesos de familia, el impulso procesal está a cargo del juez, quien puede 

ordenar prueba de oficio (art. 709), y este proceso se rige por los principios de 

libertad, amplitud y flexibilidad de la prueba (art. 710).  

▪ En los procesos patrimoniales, la carga de probar el pago recae: a) en las 

obligaciones de dar y de hacer, sobre quien invoca el pago; b) en las 

obligaciones de no hacer, sobre el acreedor que invoca el incumplimiento (art. 

894). 

▪ En materia contractual, corresponde al adquiriente probar la existencia de 

defectos ocultos luego de la adquisición del bien, pero corresponde al 

transmitente hacerlo si este actúa profesionalmente en la actividad que origina 

la venta (art. 1053). 

▪ En materia de daños, excepto disposición en contrario, la carga de la prueba de 

los factores de atribución y de las circunstancias eximentes corresponde a quien 

los alega (art. 1734). Lo mismo ocurre con la relación de causalidad, la causa 

ajena y la imposibilidad de cumplimiento, excepto que la ley las impute (art. 

1736). Igual suerte corre la existencia de daño, que debe ser acreditado por 

quien lo invoca, a menos que la ley lo presuma o surja de los hechos (art. 1744). 

Todo esto sin perjuicio de la facultad del juez de distribuir las cargas probatorias 

de la culpa o debida diligencia entre las partes, evaluando cuál de ellas se halla 

en mejor situación para probarlo y comunicando en consecuencia a los litigantes 
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para que estos puedan aportar las probanzas necesarias y articular elementos 

de convicción que hagan a su defensa (art. 1735). 

 

Como es posible observar, la normativa del Código Civil y Comercial no viene 

exenta de responsabilidades para los jueces. Esto no solo complementa las facultades 

dadas en el marco del CPCCN antes mencionadas, sino que pone al funcionario en la 

necesidad de tener que administrar sus propios tiempos y los del juzgado para poder 

estar presente en las audiencias y mediar en el contacto con las partes, así como 

también ser responsable por verificar el cumplimento de las cargas probatorias que 

eventualmente distribuya y de los criterios que asigne según cada tipo de proceso; todo 

ello, con la finalidad última de poder tener más y mejores herramientas para producir 

decisiones de calidad, cuidando nuestros recursos públicos y en resguardo de nuestras 

garantías más básicas. De ahí que consideremos que la divisoria de aguas entre 

garantismo y activismo no resuelve el problema, pues no se trata de crear jueces 

superpoderosos o maniatados, sino de pensar su trabajo en el marco del contexto de 

Estado Constitucional Democrático de Derecho que tenemos hoy en día, en el que los 

magistrados tienen un deber frente a la ciudadanía de emitir decisiones de una cierta 

calidad, que tengan en cuenta tanto los intereses de las partes como los principios y 

garantías constitucionales en el criterio de la decisión. Con esto, empezamos a notar 

que, a la luz de la nueva función judicial que se requiere, la propia forma del proceso 

nacido bajo el código decimonónico, escriturario y con el juez como una figura 

prescindible comienza a fallar en dar respuestas eficaces y a tono con las nuevas 

exigencias. Precisamente, es a partir de esta problemática que nos vemos movidos a 

plantear una forma de adecuar el proceso civil a la nueva normativa. 
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V. LA ORALIDAD: UN CAMBIO SISTÉMICO EN EL PROCESO CIVIL Y 
COMERCIAL 
 

Como mencionábamos en capítulos previos, el deber legal y constitucional de 

fundamentar razonablemente una sentencia implica que el juez debe ofrecer 

argumentos adecuados con relación a los elementos de hecho y de derecho que el caso 

arroja, teniendo por foco un auditorio ideal que determinará el grado de adhesión que 

tendrán las premisas vertidas en el raciocinio. Ahora bien, para poder realizar esto, el 

magistrado necesariamente debe tener un punto de contacto con el caso que le permita 

hacerse de los enunciados fácticos para poder luego determinar el derecho aplicable al 

caso y, eventualmente, justificar la elección de este en detrimento de otro. En este punto, 

la oralidad y el proceso escrito divergen, pues es a la luz de características propias e 

interrelacionadas de la primera que el juez podrá tener una apreciación más certera de 

los hechos suscitados en el pleito y, por lo tanto, mejores posibilidades de ofrecer 

argumentos convincentes y fundados.  

 

A. Aspectos salientes de la oralidad en relación con la debida 
fundamentación de la sentencia 
 

Al momento de hablar de oralidad en el marco del proceso civil, se suele hacer 

referencia a ella a través de una serie de ventajas o beneficios, entre los que se 

encuentran los siguientes (Parma 2016): 

▪ Inmediación 

▪ Concentración 

▪ Contradicción 

▪ Economía procesal 

▪ Agilidad 

▪ Publicidad 

 

En lo que nos interesa para este trabajo, no obstante, la oralidad requiere ser 

evaluada no tanto en función de sus ventajas aisladamente, sino en su rol formativo de 

la convicción judicial a la hora de fundamentar razonablemente la sentencia. En esta 

operación, no todas sus ventajas resultan relevantes, sino solo aquellas que favorecen 

un acercamiento mayor del juez a los hechos del caso y a las partes, pues, como vimos 

en el punto III.C.ii de este trabajo, la formación de la convicción judicial para 

fundamentar la sentencia se da por el acercamiento del magistrado a quaestio facti del 

caso. En este sentido, como veremos, la oralidad cumple el rol de elemento formador 

de la convicción judicial por las siguientes razones:  
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▪ es el medio por el cual las partes pueden verse la cara y contradecirse 

simultáneamente en un debate organizado y dialéctico sobre los argumentos que 

brindan y las pruebas que aportan en defensa de estos (Falcón 2006; 77);  

▪ es el medio por el cual el juez tiene un contacto directo con el pleito haciendo 

preguntas, supervisando el debate, velando por el cumplimiento del debido 

proceso y percibiendo las reacciones de las partes a sus interrogantes y a los 

argumentos de la contraria (Masicotra 2002).  

▪ es una forma de transparentar la función judicial, dado que permite controlar el 

criterio que aplicará el decisor en la sentencia al posibilitarse la presencia de 

terceros ajenos al pleito que perciben los mismos hechos que el juez (Fernández 

Balbis 2016).  

 

Previo a ingresar en el análisis de estos elementos, consideramos oportuno 

hacer un breve comentario sobre la importancia del sistema escriturario como 

complemento de la oralidad. Partiendo de la base de lo afirmado por Chiovenda (1922) 

compartimos la idea de que la escritura conserva un mínimo e insoslayable margen de 

importancia en el proceso: 

 

Exclusivamente oral solo puede ser un proceso primitivo: cuando los pleitos y los medios 

de prueba son sencillos, simples, y no se admiten las impugnaciones, y los medios de 

reproducción de la palabra son difíciles. En los pleitos de una civilización más avanzada, 

la escritura tiene siempre una parte (129). 

 […] 

La primera [de esas partes] es preparar el tratamiento del pleito. El primer escrito 

preparatorio es el que contiene la demanda judicial, y esta debe indicar los elementos de 

la demanda y los medios de prueba, de modo tan preciso y determinado que pongan al 

demandado en situación de defenderse (132). 

[…] 

El segundo oficio de la escritura en el proceso oral es la documentación que tiene 

importancia para el pleito, en particular de lo que ocurre en la audiencia. A esto proveen 

ya los apuntes que los jueces toman en la audiencia en que se trata el pleito, ya más 

especialmente las actas, en estas se reproducen las respuestas de las personas 

interrogadas como partes, testigos o peritos, las declaraciones no contenidas en los 

escritos preparatorios, las resoluciones tomadas por el juez que no sean la sentencia 

(133).  

 

Efectivamente, las observaciones del autor citado resultan ajustadas al 

funcionamiento real del procedimiento, pues la implementación de la oralidad no puede 
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ocurrir sin el resguardo de garantías procesales elementales de las partes, en particular, 

del derecho de defensa en juicio. En el caso de la primera observación, el escrito de 

demanda le brinda al demandado los argumentos esgrimidos por el actor para solicitar 

al juez una consecuencia civil sobre aquel. A fin de que el demandado pueda articular 

las defensas necesarias, este requiere conocer con exactitud las conductas lesivas que 

se le imputan. En el segundo comentario, las actas que dejan constancia de lo actuado 

en las audiencias permiten al juez una posterior revisión de lo ocurrido en el acto, previo 

al dictado de la sentencia. Sin embargo, aquí la escritura pierde terreno frente a otros 

medios para documentar esas actuaciones, como el audiovisual, en vista de la 

necesidad de contar con un cuerpo físico de expedientes.   

 

Estas observaciones preliminares nos sitúan en un marco adecuado para poder 

evaluar la interacción propuesta al principio y durante el transcurso de este trabajo: la 

oralidad y su relación con la fundamentación razonable de la sentencia. Proponemos a 

continuación estudiar los pilares elementales de la oralidad que, a nuestro juicio, mejor 

se engarzan con el deber legal, constitucional y convencional que detenta el juez con 

relación a los casos sometidos a su juzgamiento. 

 

i. La contradicción o “bilateralidad de audiencia” 
 

Correctamente entendida, la contradicción no se limita a ser una característica 

de la oralidad, sino que se trata de un principio elemental dentro de los contenidos en 

nuestra Constitución Nacional y, por lo tanto, una exigencia elemental en materia de 

garantías procesales (Villadiego Burbano 2010; 16). Ello así, pues la contradicción es 

parte integrante de la garantía de defensa en juicio y debido proceso a la vez que de la 

de igualdad, en tanto no es posible para el juzgador dictar una sentencia que no 

contrapese las alegaciones de la parte demandante con los argumentos de la parte a 

quién se responsabiliza o se imputa (Loutayf Ranea y Solá 2017; 153). En lo que 

respecta al funcionamiento del contradictorio en el proceso, explica Conte (2016) que  

 

O contraditório, colocado sob nova luz, implica participação intensa do juiz também, 

desbordando, assim, do âmbito exclusivo das partes. Some-se o princípio político da 

participação democrática das partes, em harmônica paridade, pois que o contraditório 

assegura às partes o direito de influir concreta e eficazmente na concepção intelectual 

da convicção do juiz […]. Significa dizer que, em contraditório, as partes colaboram com 

o juiz fornindo-o dialeticamente com as premissas fático-jurídicas necessárias à 

formulação de decisão conforme a lei e, sobretudo, à produção de decisão 

intrinsecamente justa do conflito intersubjetivo (227).  
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La contradicción (auditur et altera pars) permite entonces a las partes desplegar 

los fundamentos de hecho y de derecho necesarios para que el tribunal tome una 

decisión ajustada a estos, sea dando razón a quien solicita una consecuencia jurídica 

para el demandado o avalando a este último por haber logrado demostrar la falta de 

fundamento del reclamo del actor. En esta operación, no solo las partes son relevantes, 

sino también el juez, dado que es a raíz del ejercicio de la contradicción que este puede 

obtener una delimitación adecuada del thema probandum al escuchar a las partes y sus 

argumentos. Por el contrario, cuando una parte es escuchada en soledad por el juez sin 

la otra no existe contradicción, al no poder configurarse ningún punto de desacuerdo 

sobre los hechos que dan origen a la controversia (Conte 2016, 343-344; Loutayf Ranea 

2017, 160). En última instancia, tampoco habrá razonabilidad en la decisión sin el debido 

contradictorio, dado que el magistrado carecería de las perspectivas opuestas que 

originan la confrontación de reglas o principios que hacen plausible la aplicación de dos 

o más soluciones no excluyentes entre sí al mismo caso (Conte 2016; 292)41.  

 

De esta manera, observamos que, en la oralidad, la contradicción ocurre en el 

momento en el que ambas partes tienen la oportunidad de dialogar con el juez cara a 

cara de forma sincrónica y en tiempo real mediante una audiencia, en la que los 

justiciables conversan y ofrecen pruebas, argumentos y contraargumentos contra las 

posiciones de su contraria y con la intención de convencer al juez de la certeza de su 

caso. En un procedimiento preponderantemente escrito, en el que no hay asegurado un 

mínimo número de audiencias con el magistrado, las partes no tienen garantizada la 

posibilidad de encontrarse cara a cara o con el juez, lo que genera una dilación 

innecesaria en que el juzgador tome contacto con el objeto litigioso y pueda pronunciar 

una sentencia adecuada al respecto. 

 

ii. La inmediación 
 

En línea con lo anterior, la inmediación alude al contacto del juez con las partes 

y con el hecho litigioso en el transcurso del diferendo. Esta se desprende de la garantía 

de debido proceso en la medida en que es el juez -y no otra persona- quien legalmente 

determinará el alcance de la disputa y sus consecuencias mediante la sentencia que 

                                                      
41 Continúa el autor citado mencionando que “[o] dever jurídico de motivar, em contraditório, 
nutre-se da seiva essencial produzida, em contraditório, pelas partes. A nova gramática da 
motivação da sentença evidencia que o juiz, vinculado à lei (rectius, à juridicidade) e ao direito, 
não os observa apenas para justificar jurídica e racionalmente sua decisão, senão que, e 
sobretudo, para corroborar que teve contato com a integralidade conteudística da causa 
retratada nos autos do processo.” (293).  
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eventualmente se desprenda del íter procesal. Sostiene en esta línea Hankovits (2016) 

que 

La presencia del juez en la audiencia de la producción de la prueba pone en valor la 

finalidad cognoscitiva en relación con la adecuada estructuración del juicio de hecho y 

en sus manifestaciones concretas —aspecto fundamental de la verificación de los 

hechos conducentes para la construcción de la justa decisión, en tanto está destinado a 

formar parte de la estructura dialéctica del razonamiento decisorio—. Asimismo, la 

referida presencia del juez en la audiencia de la producción de la prueba aleja al 

magistrado del modelo burocrático de prestación del servicio de justicia, contribuyendo 

así a lograr una mayor legitimidad social de la función pública que ejerce (146) 

 

Esto a su vez le confiere virtualidad al derecho a la jurisdicción, pues sin la 

persona del juez presenciando el desarrollo de los distintos momentos procesales no es 

posible establecer una sentencia que obre de verdad jurídica a la luz de los hechos que 

excitaron la competencia del tribunal en primer término. Esto adquiere mayor 

trascendencia en los casos en los que la ley procesal le exige al juez un contacto certero 

con las partes, como ser los procesos de restricción de la capacidad, de familia o de 

adopción. Sin embargo, esto no queda delimitado solo a aquellos procedimientos, dado 

que la inmediación es lo que también habilita al magistrado ejercer una función 

conciliadora en cualquier proceso al permitirle conversar con las partes sobre la 

posibilidad de resolver la situación de otras maneras42.  

 

Por su parte, en punto a la razonabilidad, el contacto directo del juez con las 

partes y con los hechos probados de la causa implica conocer en profundidad la 

quaestio facti del pleito. Con las partes, a fin de propiciar un verdadero intercambio 

dialéctico en lugar de monólogos aislados del actor y del demandado; con los hechos 

probados, al estar presente en los momentos en los que estos se establecen. En suma, 

la inmediación le permitirá al juez desarrollar una mayor certeza en las premisas que, 

ulteriormente, apuntalarán el marco de justificación de elección para aplicar una regla o 

principio al caso por sobre otro.  

 

                                                      
42 Al respecto de la situación práctica de este principio, señala Villadiego Burbano (2016) que 
“[e]l principio de inmediación se opone a las practicas altamente acunadas en varios sistemas 
judiciales de la región, en los que existen terceros, usualmente funcionarios judiciales 
(secretarios, actuarios, escribientes, sustanciadores, entre otros), que median la relación entre 
el juez y la parte y recepcionan los interrogatorios y testimonios, es decir, son quienes escuchan 
a las partes y consolidan el expediente que “forma” la convicción judicial.” (18). Al respecto, ver 
el informe elaborado por el Centro de Estudios Judiciales de las Américas (CEJA) relativo al 
estado de implementación de la oralidad en Latinoamérica (Cap. 1). Disponible aquí.  

http://biblioteca.cejamericas.org/bitstream/handle/2015/1167/laoralidadenlosprocesosciviles_erios.pdf?sequence=1&isAllowed=y


 38 

En lo que respecta a la oralidad, durante el desarrollo de la audiencia no solo la 

inmediación está asegurada, sino que el decisor tiene también la posibilidad de conocer 

ocurrencias contextuales ajenas a la propia alegación de las partes como las miradas, 

expresiones faciales, gestos y otros elementos no verbales que se pierden, bien porque 

no constan en las actas o porque el juez no está presente43. En el proceso escrito, sin 

embargo, esto no ocurre así, dado que el juez no solo conoce el pleito mediante la 

lectura de un expediente, sino que incluso en las oportunidades de tomar contacto con 

las partes, como puede ser una audiencia de prueba testimonial o una absolución de 

posiciones, en la práctica se delega esa tarea en otros funcionarios del juzgado que 

asisten a la audiencia, labran un acta y luego incorporan al expediente para que esta 

sea leída por el juzgador. 

 

iii. La concentración 
 

El tercer elemento que observamos como característica relevante es la 

concentración, es decir, la realización de los actos procesales en la menor cantidad de 

instancias posible, por no decir en una sola. La importancia de esta característica radica 

en que ella permite la tutela judicial efectiva de los derechos, dado que asegura la 

conducción de un proceso judicial en un tiempo razonable y sin que este se torne una 

carga para las partes. Al respecto, explican Villadiego et al (2009) que la concentración 

 

implica que al desarrollarse la audiencia de juicio en un solo momento procesal (así ́sean 

varios días seguidos), y contar al final con alta calidad de información del caso, el juez 

está en capacidad de adoptar una decisión definitiva, por lo cual, se debería incentivar 

la adopción de la sentencia definitiva al final de la audiencia (39) 

 

Asimismo, la concentración permite que se achique el espacio temporal entre el 

hecho, el momento en el que el juez toma conocimiento de él y el dictado de la sentencia, 

lo que permite una mayor cercanía del juzgador con la quaestio facti y 

consecuentemente evita incurrir en defectos de percepción de los hechos o de los 

testimonios de las partes. En este sentido, como es dable imaginar, la celebración de 

                                                      
43 Respecto de este punto, la Sala Primera del Tribunal Constitucional Español ha admitido que, 
además de las pruebas vertidas en las audiencias respectivas, las expresiones no verbales de 
un imputado pueden contribuir a forjar la íntima convicción del sentenciante respecto del pleito: 
“es consustancial a los principios de oralidad, inmediación y libre valoración de la prueba el 
examinar gestos de los intervinientes en la misma, tales como los de turbación o sorpresa, a 
través de los cuales pueda el Juez o Tribunal de instancia fundar su íntima convicción acerca de 
la veracidad o mendacidad de la declaración de los intervinientes en la prueba” Sentencia TC 
217/1989. 



 39 

una audiencia en la que se den a conocer los puntos litigiosos, se interrogue a las partes 

y a sus peritos, se produzca la prueba testimonial y eventualmente se dé a conocer la 

sentencia concentra en un solo acto lo que en el proceso escrito ocurre en una 

interminable ida y vuelta de papeles que se incorporan a los cuerpos del expediente y 

se acumulan esperando a que el juzgador dicte la sentencia y las partes hayan concluido 

su deliberación. 

 

La concentración colabora con la razonable fundamentación de la sentencia al 

limitar el espacio temporal que el juez tiene para tomar conocimiento del caso, la prueba 

y los petitorios finales, lo que previene distorsiones de los hechos por el paso del tiempo 

y, por lo tanto, mayor fidelidad a las premisas fácticas sobre las que se apoyará la 

decisión. En la realización de esta tarea, la videograbación de las audiencias cumple un 

rol crucial, dado que ella materializa la inmediación al permitir la posterior consulta de lo 

actuado por parte del juez o las partes, previo al dictado de la sentencia44. Respecto de 

esta modalidad de registro, Soto (2016) subraya que 

 

[e]l nuevo medio de registración constituye un cambio de paradigma en el sistema civil 

escriturario, ya que en el corazón del proceso se inserta el registro audiovisual inalterable 

de lo que partes, testigos y —eventualmente— peritos han expresado acerca de los 

hechos litigiosos, de modo que la percepción de estos medios probatorios por parte del 

juzgador —en todas las instancias necesarias— se formará a partir de lo que 

exactamente haya sucedido, con todos los matices que los deponentes hayan impreso 

a sus declaraciones.(54)45 

 

Si bien estos elementos de la oralidad (la contradicción, la inmediación y la 

concentración) tienen importantes repercusiones teóricas, mucho más interesante 

resulta su desarrollo en los sistemas procesales actualmente disponibles de nuestro 

país. La capacidad de la oralidad para producir sentencias de una calidad adecuada a 

los estándares vigentes hoy en día está directamente relacionada con planes serios de 

implementación y transición hacia ese sistema, dado que no resultaría útil, a esos fines, 

una reforma meramente cosmética que incorpore audiencias al proceso y el resto de las 

                                                      
44 La CSJN autorizó su uso en 1997 mediante el caso “Cárdenas” (Fallos 320:253) y, desde 
entonces, esta modalidad es parte de proyectos de implementación de la oralidad como el que 
estudiaremos en el próximo apartado. 
45 Continúa el autor citado diciendo que “Otra significativa ventaja se deriva en un desarrollo más 
fluido de la audiencia que, bajo esta técnica, alcanza una dinámica propia de la oralidad, es decir, 
no requiere de interrupciones ni demoras para labrar el acta o verificar su contenido, permitiendo 
que los operadores se concentren exclusivamente en lo sustancial del acto procesal. En suma, 
un instrumento eficiente que se incorpora en pos de la virtualidad de los principios cardinales que 
guían el proceso moderno hacia el logro de sus finalidades esenciales. 
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actuaciones sean adicionadas por escrito al expediente para su lectura por el juez al 

final (Chayer y Marcet 2016; 28). A fin de poder realizar correctamente ese movimiento 

hacia la oralidad, debemos comprender los alcances de una potencial reforma del 

sistema procesal, partiendo desde lo que ya tenemos, y desde lo que se está haciendo 

en este respecto, para mejorarlo. 

 

B. De la teoría a la práctica: la oralidad en la Argentina 
 

Habiendo visto como inciden ciertas características del proceso oral en la 

razonable fundamentación de la sentencia, pasemos a ver en qué estado se encuentra 

esta modalidad hoy en día en nuestro país, a fin de poder tener una noción más precisa 

de lo que todavía hace falta hacer para llegar a cumplir con las exigencias normativas 

que nos rigen. Antes de ello, consideramos importante aclarar que el desarrollo de la 

oralidad no ha registrado una tendencia constante en las distintas jurisdicciones, siendo 

en algunos casos una cuestión más avanzada y, en otros, apenas incipiente. No 

obstante, previo a ello exploraremos brevemente la historia de la normativa procesal 

argentina que dio paso a que hoy estemos hablando de oralidad, a la vez que evaluar 

algunos ejemplos concretos de implementación de esta modalidad procesal en la 

práctica. 

 

Históricamente, los procesos judiciales en nuestro país se consolidaron sobre la 

base de normas procedimentales provenientes de la época de la colonia. En el Virreinato 

del Rio de la Plata, el proceso estaba regido por múltiples disposiciones reunidas en la 

Recopilación de Indias (1680) que contenía ordenanzas y leyes desde el Ordenamiento 

de Alcalá (1348) hasta la Nueva Recopilación (1567). Estas normas, entre otras cosas, 

preveían un procedimiento enteramente escrito, a fin de posibilitar el control por los 

funcionarios reales, en cuyo extremo se encontraba el propio monarca (Palacio 2016; 

49). Ya en épocas de la independencia, aunque con aires republicanos, se sancionó un 

Estatuto provisional (1815) que, sobre la base de disposiciones previas, estableció un 

principio de independencia del Poder Judicial del poder político que se mantendría en 

normas sucesivas, como la Ley del 24 de diciembre de 1821, que sumó la creación de 

los juzgados de paz y de primera instancia a la estructura del nuevo poder en desarrollo 

(Palacio 2016; 42). Estas múltiples disposiciones descentralizadas continuaron rigiendo 

la dinámica del proceso civil y comercial por décadas ante un Estado nacional 

fragmentado hasta la década de 1860, en el que, al calor de la era de la codificación 

decimonónica, se sancionaron sucesivos ordenamientos que sentarían las bases para 

los próximos 100 años de práctica jurídica en nuestro país. Entre ellos, encontramos: 
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▪ La Ley 50 (1863) que estableció un Código de Procedimientos para la Justicia 

Federal. 

▪ El Código de Procedimiento en Materia Civil y Comercial en la Provincia de 

Buenos Aires (1868), elaborado por José Domínguez. Las disposiciones de este 

Código comenzaron a ser de aplicación en la justicia ordinaria de la Capital 

nacional a partir de 1880, luego de su federalización (Palacio 2016). 

 

Estos códigos, al igual que los otros códigos provinciales que surgieron durante 

este tiempo, se vieron fuertemente influidos por la sanción unos años antes de la Ley 

de Enjuiciamiento Civil española de 1855, que expresamente preveía un procedimiento 

totalmente escrito, el impulso procesal en manos de las partes y el juez como figura 

secundaria (Palacio 2016; 53-56). Con modificaciones intermedias, estos códigos 

estuvieron vigentes hasta 1968, año en el que fueron introducidos tanto el Código 

Procesal Civil y Comercial de la Nación (“CPCCN”, Ley 17.454 y modificatorias) para 

regir en el ámbito de la justicia federal y de la justicia ordinaria de la Capital Federal, 

como el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires (“CPCCBA”, 

Decreto-ley 7425/68) con validez en el territorio de esa provincia. Ambos 

ordenamientos, con sucesivas modificaciones, continúan vigentes en la actualidad. Si 

bien ambos Códigos supusieron una considerable modernización del proceso civil y 

comercial para su época, poco y nada han hecho para adoptar un procedimiento oral. 

Incluso aquellas instancias del proceso en las que ahora aparecía la oralidad, como las 

audiencias testimoniales, tenían la finalidad última de ser transcriptas a un acta e 

incorporadas al expediente para la posterior lectura del juez (Chayer y Marcet 2016; 32). 

Se podía hablar, entonces, de una oralidad superficial, no dirigida a hacer avanzar el 

proceso ni a proporcionar al magistrado una herramienta más completa para poder 

fundar adecuadamente la sentencia. 

 

A partir del nuevo siglo, las aguas del desarrollo de un procedimiento alternativo 

al escrito se dividen, pues, como mencionábamos, no todas las jurisdicciones han tenido 

el mismo grado de inmersión en la oralidad que otras. Proponemos evaluar, a 

continuación, un par de ejemplos que ilustren mejor este punto y, de esta forma, 

entender como dan cabida a la posibilidad del juez de mejor fundamentar su sentencia: 

 

i. El proceso federal / nacional: la “audiencia del 360”. 
 

La base histórica del marco de la oralidad en el proceso civil y comercial nacional 

comenzó con la implementación del actual CPCCN mediante la ley 17.454. Se puede 
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hablar de que ella introdujo una oralidad parcial o facultativa, dado que, si bien presentó 

institutos como las audiencias de prueba, estas no aseguraban el acercamiento del juez 

con las partes, pues si una de ellas no solicitaba que el juez estuviese presente en esas 

audiencias, esto no ocurría46. A su vez, el código expresamente permitía la delegación 

de funciones47, lo que hacía que los testimonios de esas audiencias fuesen escuchados 

por otros empleados del juzgado y no necesariamente por el magistrado, para 

posteriormente transcribirlos a un acta que eventualmente sería leída, previo al dictado 

de la sentencia.  

 

Entrada la década del 2000, esta tendencia se revirtió parcialmente con la 

reforma integral del código de rito mediante la Ley 25.488, que introdujo el instituto de 

la audiencia preliminar en el Artículo 360 y siguientes del cuerpo adjetivo federal, base 

primaria para alcanzar una efectiva oralidad en el proceso. Mediante este acto, se busca 

acotar la duración y sustanciación del pleito a este único momento en el que las partes 

y el juez se ven las caras, siéndole imposible al magistrado delegar su presencia en 

ella48 49. La audiencia preliminar procura concentrar todas las diligencias iniciales al fijar 

                                                      
46 Tal como vimos en la introducción a V, a raíz de una interpretación errónea del principio 
dispositivo el juez se abstenía de interferir en el proceso a menos que así fuese solicitado. Esto 
contrasta con los amplios poderes de los que ya gozaba el magistrado en el CPCCN de 1968 
previo a la reforma integral del año 2001, en el marco de la dirección del procedimiento, también, 
estudiados previamente en IV.A. 
47 A modo de ejemplo, el Artículo 34, inc. 1 del CPCCN de 1968 establecía:  
 
Artículo 34: DEBERES. - Son deberes de los jueces: 
  
1) Asistir a las audiencias de prueba, bajo pena de nulidad en los supuestos en que la ley lo 
establece o cuando cualquiera de las partes lo pidiere con anticipación no menor de DOS (2) 
días a su celebración, y realizar personalmente las demás diligencias que este Código u otras 
leyes ponen a su cargo, con excepción de aquellas en las que la delegación estuviere autorizada. 
 
48 La redacción actual del artículo anterior, en las partes pertinentes, reza: 
 
Art. 34. - Deberes. Son deberes de los jueces: 
 
1. Asistir a la audiencia preliminar y realizar personalmente las demás diligencias que este 
Código u otras leyes ponen a su cargo, con excepción de aquellas en las que la delegación 
estuviere autorizada. 
 
En el acto de la audiencia, o cuando lo considere pertinente, si las circunstancias lo justifican, 
podrá derivar a las partes a mediación. Los términos del expediente judicial quedarán 
suspendidos por treinta (30) días contados a partir de la notificación del mediador a impulso de 
cualquiera de las partes y se reanudará una vez vencido. Este plazo podrá prorrogarse por 
acuerdo expreso de las partes. 
49 El Artículo 360, primer párrafo, del CPCCN de 2001 establece: 
 
Art. 360. - A los fines del artículo precedente el juez citará a las partes a una audiencia, que 
presidirá, con carácter indelegable. Si el juez no se hallare presente no se realizará la audiencia, 
debiéndose dejar constancia en el libro de asistencia. 
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el marco fáctico de la controversia, resolver si se trata de una cuestión de puro derecho, 

diligenciar la realización de la prueba que se considere admisible, producir la prueba 

testimonial y confesional y, de no mediar oposición, abrir la causa a prueba con los 

elementos que las partes aportaron en las etapas previas a la traba de litis (Palacio 

2016). Incluso, se intenta lograr que las partes resuelvan sus conflictos en la etapa de 

mediación, pudiendo el juez remitirlas hacia allí, así como también se impone el deber 

al juez de intentar arribar a soluciones conciliatorias o alternativas antes de dar curso a 

la contienda.  

 

De esta manera, lo que típicamente se lleva a cabo en un ida y vuelta de 

comunicaciones escritas entre las partes, o entre estas y el tribunal, pasa a concentrarse 

en un solo acto oral, en el que todos los intervinientes del procedimiento están 

presentes. Asimismo, se fomenta el espacio dialógico entre el actor y el demandado, 

con el objetivo de buscar soluciones diferentes y rápidas al conflicto y de evitar que los 

tribunales estén sobrecargados de trabajo. 

 

No obstante, en el marco de una efectiva oralidad del proceso, la audiencia del 

Artículo 360 resulta insuficiente. Destacamos que, si bien esta audiencia hace mucho 

por acercar a las partes a tener un encuentro de adecuada bilateralidad en el que se 

ventilen los puntos de la contienda frente al juez, procurando la inmediación y la 

contradicción, el resto del proceso no necesariamente va a seguir ese rumbo. Para 

empezar, la celebración de esta audiencia sigue estando condicionada a quedar escrita 

en un acta, dado que, si bien se incorporó esta instancia previa con sus normas 

particulares, las normas generales sobre las audiencias continúan sin modificarse y, con 

ellas, la necesidad de levantar un acta que ulteriormente firmará el juez50. A su vez, si 

se decide abrir la causa a prueba, el proceso aún continúa su marcha por escrito, 

incorporando las actuaciones de las partes o, de corresponder, de los peritos o de 

                                                      
50 CPCCN de 2001. Art. 125. - Las audiencias, salvo disposición en contrario, se ajustarán a las 
siguientes reglas: 
 
[…] 
 
5) El secretario levantará acta haciendo una relación abreviada de lo ocurrido y de lo expresado 
por las partes. 
 
El acta será firmada por el secretario y las partes, salvo, cuando alguna de ellas no hubiera 
querido o podido firmar; en este caso, deberá consignarse esa circunstancia. 
 
El juez firmará el acta cuando hubiera presidido la audiencia. 
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terceros, al expediente hasta el llamamiento de autos51. También, de realizarse una 

ulterior audiencia de prueba, se dispensa al juez de estar presente, pudiendo ser 

sustituido por un secretario o prosecretario letrado52. En esencia, y por solo mencionar 

algunos aspectos, la introducción de este recurso de oralidad fue hecho sobre la base 

de un código procesal heredero del sistema escrito, en el que la comunicación verbal 

tiene un carácter más cosmético que estructural en el proceso. Más aún, se buscó 

insertar este medio en una cultura jurídica carente de práctica oral, en la que la 

comunicación diferida, la ausencia del juez y el domino de las partes son la norma. 

 

ii. La Provincia de Buenos Aires 
 

A diferencia de lo ocurrido en el proceso federal, la Provincia de Buenos Aires 

experimentó otra suerte con la inserción de la oralidad en las normas procesales de su 

jurisdicción. En primer lugar, su Código Procesal no tuvo una incorporación como la del 

Artículo 360 de su par nacional, por lo que ni siquiera se garantiza en los juzgados 

bonaerenses ese mínimo acercamiento entre las partes durante el pleito53. Sin embargo, 

esto no quita que no se puedan utilizar los recursos técnicos que el ordenamiento brinda 

para replicar el modelo de la audiencia preliminar, pues la celebración de audiencias y 

el contacto entre las partes y el juez es una realidad que, en última instancia, depende 

de este último y de los poderes que se le confieren como magistrado54.  

En este sentido, a partir del año 2012, el Poder Judicial de la Provincia de Buenos 

Aires, por iniciativa de la Suprema Corte (“SCBA”), inició un Plan de Implementación de 

la Oralidad en el Proceso Civil55 56, con el objetivo de invitar a magistrados de tribunales 

                                                      
51 Cfr. Arts. 361-367 CPCCN. 
52 Cfr. Art. 360, inc. 5 CPCCN. 
53 Como excepción, los procesos de familia, regulados en el Artículo 827 y siguientes del 
CPCCBA, presentan rasgos de una efectiva oralidad en su celebración. Se dispone la 
celebración de una audiencia preliminar y una audiencia de vista de causa en las que el juez 
está presente e interroga a las partes y a los expertos que el proceso diese intervención. 
54 Al igual que su par nacional, el Código provincial coloca en cabeza del juez numerosas 
facultades ordenatorias e instructorias (arts. 34 y 36), entre las que se incluyen la posibilidad de 
citar a las partes y a los peritos cuando este lo estime necesario para aclarar cuestiones o intentar 
una conciliación. 
55 La información relativa al Plan y sus resultados está disponible aquí.   
56 El Plan inició mediante la Resolución de la SCBA 1904/2012, por medio la cual se autorizó a 
algunos juzgados de primera instancia de los Departamentos Judiciales de La Plata y Olavarría 
a realizar pruebas piloto de videograbación de audiencias. El mismo año, la SCBA dio 
continuidad a la propuesta mediante Resolución 3683/2012, a través de la cual, entre otras 
cosas, brindó recomendaciones a los magistrados sobre la forma en la que conducir el 
procedimiento, a saber: i) realizar una audiencia preliminar de carácter obligatoria, y una 
audiencia de vista de causa, optativa, en la que se debe buscar concentrar toda la prueba. Ambas 
serían grabadas por el sistema CICERO; ii) estar presentes durante la realización de las 
audiencias; iii) llevar una agenda en el juzgado con los eventos más trascendentes a fin de que 
los interesados estén notificados. Posteriormente, mediante Resolución 2761/2016 la SCBA 
amplió la cantidad de juzgados participantes en el proyecto, provenientes de diversos 

http://www.scba.gov.ar/oralidad/oralidad.asp
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de primera instancia civiles y comerciales de varios Departamentos Judiciales a tomar 

el compromiso de realizar pruebas piloto de oralidad, asegurando la inmediación de las 

partes con ellos y concentrar la producción de la prueba de procesos de conocimiento 

en audiencias orales, con el objetivo último de producir decisiones de más calidad, 

eliminar prácticas arcaicas y acortar los tiempos de duración del proceso. Asimismo, el 

Plan buscó reemplazar la confección de expedientes implementando la videograbación 

de audiencias, disponiéndose la creación de infraestructura necesaria en los juzgados 

y alocando los fondos para llevar a cabo el proyecto. En 2016, el Pan se profundizó al 

sumar la colaboración del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación 

(“MJDH”), junto al que se capacitó a decenas de jueces en aspectos relativos al manejo 

de la tecnología de videograbación y de oralidad, brindándoles las herramientas 

necesarias para asumir la efectiva dirección del proceso57. 

 

Esencialmente, la propuesta trazada por la SCBA busca esquematizar el 

proceso civil en tres fases principales: 

1) Una audiencia preliminar, con idénticas funciones a las del Artículo 360 del 

Código nacional. En esta instancia, se intenta buscar una conciliación, 

señalar la prueba a producirse y fijar un estricto cronograma de trabajo de la 

actividad probatoria que el juez personalmente debe supervisar. 

2) Un periodo de prueba con una duración limitada y controlada. 

3) Una audiencia de vista de causa, que se realizará al finalizar el período 

probatorio, en la que se espera que las partes concurran con la prueba 

totalmente producida, en particular, aquella que no se vertió en la audiencia 

previa (declaraciones de testigos, pericias, interrogatorios, absolución de 

posiciones, etc.).  

 

Como podemos ver, el esquema de funcionamiento previsto asegura tanto la 

contradicción como la inmediación, dado que las partes tienen al menos dos instancias 

para verse las caras y dialogar ante el juez, quien debe estar presente en ambas. En 

cuanto a concentración del procedimiento y a la forma de documentación, se prevé que 

las audiencias sean videograbadas y almacenadas en un sistema denominado CICERO 

para su posterior consulta en por el magistrado o, a requerimiento de las partes, 

                                                      
Departamentos Judiciales de la Provincia hasta conformar un total de 55, número que fue 
ampliado a 80 por medio de Resolución SCBA 517/2017. Hoy en día participan 110 juzgados de 
todo el territorio provincial. 
57 Cfr. Resoluciones SCBA 2761/2016 y MJDH 829-E/2017. La colaboración del MJDH en este 
proyecto se dio en el marco del Programa Justicia 2020. Ver supra nota 3. 
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entregando a estas una copia en DVD58. Con su realización y posterior análisis, se 

espera que el juez ya haya recolectado todo el material necesario y esté en condiciones 

de dirimir el conflicto, sin dar curso a actos procesales adicionales que impliquen tiempo 

e insumo de recursos innecesarios.  

 

Ya a más de seis años de su implementación, el programa parece estar dando 

resultados concretos favorables. Como dato de relevancia, entre agosto de 2016 y junio 

de 2018, los juzgados participantes fijaron un total de 8401 audiencias preliminares y 

4844 audiencias de vista de causa, de las cuales efectivamente se realizaron 7675 y 

4017 respectivamente, lo que equivale al 91,4% y 82,9% del total de audiencias 

establecidas para cada caso. Estas cifras están por encima de las metas fijadas, que se 

proyectaban para apenas un 80%, llegando a una tasa más alta de la meta en ciertos 

departamentos judiciales frente a otros de menor cumplimiento59.   

 

En particular, estos resultados llaman la atención si se considera que el CPCCBA 

no establece una sanción por incomparecencia a las audiencias, lo que coloca al juez 

en la figura central del programa y a quien se debe el eventual éxito que este tenga, 

dado que de él depende convencer a las partes para asistir a las audiencias y poder 

llevar la oralidad a su efectiva y paulatina implementación. Precisamente esa es una de 

las claves para que el programa tenga éxito, pues no sería posible sin la voluntad de los 

magistrados de llevar adelante estas modificaciones. Actualmente, el programa continúa 

en vigencia y en fase de procesamiento de resultados de nuevos juzgados que se 

acrecentaron al proyecto recientemente, por lo que tomará un tiempo más hasta contar 

con ellos para evaluar cómo evoluciona la implementación de la medida. 

  

                                                      
58 Cfr. Resolución SCBA 1904/2012. 
59 Tal es el caso de los Departamentos Judiciales de Dolores, Junín, Lanús, La Plata, Lomas de 
Zamora, Olavarría, San Martín y San Nicolás entre otros, que lograron una tasa de realización 
de audiencias preliminares de más del 90%, a la vez que los Departamentos de La Plata y Mar 
del Plata fueron los que llegaron a mayor porcentaje de audiencias de vista de causa, con 83% 
y 78% respectivamente. 
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VI.   CONSIDERACIONES FINALES 
 

A lo largo de este trabajo de graduación, la propuesta ha sido y se ha mantenido 

la de estudiar el fenómeno de la oralidad con relación a la fundamentación razonable de 

la sentencia. Como hemos visto durante estas páginas, las formas en las que estos 

aspectos se vinculan entre sí guardan múltiples puntos de contacto: los principios 

político-constitucionales que nos rigen como sociedad y como Estado de Derecho; las 

disposiciones constitucionales y convencionales relativas a la tutela judicial efectiva y el 

debido proceso, el rol del juez dentro del pleito, los poderes y facultades con los que 

cuenta para hacer que el caso avance hacia su culminación; las características de 

contradicción, concentración e inmediación de la propia oralidad y ejemplos prácticos 

relativos a su actual funcionamiento que den cuenta de la interacción de todo lo anterior. 

Sin excepción, cada uno de estos puntos de contacto se encuentra tamizado por un 

aspecto de fondo común: el Código Civil y Comercial de la Nación, su Artículo 3° y un 

nuevo deber de fundamentar razonablemente la sentencia, cuya modestia en la 

redacción no hace realmente mérito al importante cambio de perspectiva que implica su 

introducción para todos nosotros: abogados, jueces y ciudadanos de una democracia 

en general. 

 

Hace exactamente 150 años, en 1869, Dalmacio Vélez Sársfield fue 

encomendado con el trabajo de crear un cuerpo legislativo único que rigiera cada 

aspecto de la vida civil en un país cuyo objetivo primordial era el de poblar sus vastas 

extensiones de tierra virgen y salvaje. Mirando a la legislación europea continental y a 

la filosofía positivista imperante del siglo XIX, Vélez se aseguró de montar un sistema 

hermético y codificado de 4000 artículos con pretensión de cubrir la mayor cantidad de 

casos posibles sin necesidad de acudir a la discreción de los jueces. Para el jurista, la 

ley tenía atribuciones de coherencia y completitud que no hacían relevante la labor de 

los magistrados en la aplicación del derecho. No era necesario interpretar, aclarar ni 

mucho menos fundar, pues esos conceptos ya habían quedado sellados en la voluntad 

de un legislador omnipresente quien, pudiendo prever todos los escenarios, estableció 

de antemano la solución que debe ser subsumida a cada caso que se suscite. En aquel 

entonces, los magistrados eran, a decir de Montesquieu, “la boca que pronuncia las 

palabras de la Ley”.  

 

En 2015, el imperio del código decimonónico pasó a la historia. Junto con él, se 

fue un siglo y medio de la tradición de la exégesis legal, del legislador racional y de la 

ley como fuente autosuficiente para dar paso a una concepción integral del derecho. Así 
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nos lo explicitó el Título Preliminar del Código Civil y Comercial, en el que los primeros 

tres artículos nos hacen saber que: 

(1) se trata del código de los Derechos, de la Constitución y de los Tratados 

Internacionales de Derechos Humanos (art. 1º). 

(2) Sus disposiciones serán interpretadas de forma integral junto con el resto del 

ordenamiento (art. 2º) 

(3) Las decisiones que emitan los jueces deberán ser razonablemente fundadas 

(art. 3º). 

Estas tres disposiciones no solo tienen el poder de dispararnos múltiples 

interrogantes sobre cómo ha sido nuestra práctica jurídica en el pasado, sino también 

sobre cómo deberá ser para que pueda convivir con esos nuevos parámetros. Uno de 

ellos, el Artículo 3º, fue el que más preguntas nos suscitó en ambos sentidos, dado que, 

al indagar en lo que es necesario para producir una decisión que cumpla ese umbral, 

descubrimos que no era suficiente pensarlo en términos meramente cognoscitivos. Más 

bien, necesitábamos abstraernos y pensar cómo un juez logra hacerse de los elementos 

del caso antes de ponderar, evaluar, razonar a favor de un derecho por sobre otro o un 

principio por sobre otro. Para poder fundar adecuadamente la sentencia, el magistrado 

tiene que adquirir una perspectiva sistémica de la decisión que va a tomar. 

Necesariamente debe ver a las partes, escucharlas y que se escuchen cara a cara 

intercambiando sus visiones sobre el objeto litigioso, para así poder volcarse hacia el 

derecho y construir argumentos que ofrezcan las razones más completas y aceptables 

contra esos hechos. Debe conocer el trasfondo fáctico y social del conflicto, y las 

potenciales consecuencias a nivel macro que la sentencia pueda traerles. En última 

instancia, será estar un paso más cerca de la verdad y de lo que los justiciables desean 

para cada uno, lo que no es otra cosa que una forma de realizar el ideal justicia 

establecido en el Preámbulo de nuestra Constitución y aquel que todos deseamos para 

una buena vida en comunidad. 

 

A esto le siguió, en orden lógico, la pregunta por cómo hace el juez para conocer 

mejor el objeto de la litis. En la historia del derecho procesal argentino, entendimos que 

esa pregunta se intentó contestar con una única respuesta: la cantidad de poderes que 

el magistrado poseía en el marco del proceso. Al margen de que el juez tuviese cada 

vez más facultades en lo relativo a conducción del procedimiento, en la práctica reinaba 

un principio dispositivo deformado, en el que las partes tenían la iniciativa de 

absolutamente todo lo que ocurría con el pleito y, a la inversa, nada ocurría si estas no 

lo solicitaban expresamente al magistrado. Por mucho que se intentase, la base sobre 

la cual se aumentaban los deberes y facultades judiciales era la misma que desde la 
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época colonial: un proceso escrito y diferido en el tiempo, en el que se permitía delegar 

la responsabilidad de compilar el expediente con todas las probanzas en los empleados 

del juzgado. Como era lógico imaginar, nada de esto podía asegurar que el juez 

estuviese en contacto real con los justiciables. Probablemente, muchos jueces a lo largo 

de nuestra historia hayan firmado sentencias que resuelven situaciones de hecho que 

ellos nunca conocieron. 

 

Ya la respuesta aparece más clara: para que el juez logre presenciar los hechos 

del caso, y así lograr fundar adecuadamente su sentencia, necesita de un sistema 

procesal que le permita percibir a estos de forma segura y precisa. La oralidad, que no 

se trata de ninguna novedad en sí misma, apareció como una pieza certera para 

completar este rompecabezas: traía la contradicción, la concentración y la inmediación 

para llenar los espacios en blanco de lo requerido por el juez para hacerse la mejor 

impresión posible de los hechos del caso. Ahora bien, en un contexto de práctica 

procesal civil y comercial como el que nos caracteriza, esta herramienta requiere de un 

fuerte refuerzo legal e institucional para poder despegar. En ese sentido, nos pareció 

destacable el trabajo realizado hace ya casi 20 años a nivel federal y casi 10 en la 

Provincia de Buenos Aires para lograr hacer de la oralidad una realidad más próxima a 

la práctica del día a día del abogado y del magistrado.  

 

Si continuamos en esta ruta, finalmente, el maridaje entre oralidad y razonable 

fundamentación de la sentencia devendrá natural. El Artículo 3º del CCyCN propone 

una nueva concepción del proceso civil y comercial. Propone un juez de corte gerencial 

y activo, que pueda llevar el proceso en búsqueda de las verdaderas intenciones de las 

partes. La oralidad, por su parte, acerca características que permiten dar cumplimiento 

a estos requerimientos. Es cuestión de tiempo para que, con esfuerzo y trabajo conjunto, 

podamos tener un proceso civil digno de los tiempos que corren. 

 

No obstante, las miradas del futuro que nos imprime el Artículo 3º no están 

vacías de desafíos. Para tener éxito, no solo debe cambiar el medio procesal, sino que 

también debe hacerlo toda una cultura del ejercicio de la profesión legal y judicial todavía 

afincada en el pasado. Requerimos abogados y jueces capaces de argumentar ante una 

audiencia; y de preocuparse por convencer a su juzgador, quien ahora nos verá la cara. 

Se abre un nuevo frente de preguntas sobre cómo debemos hacer los profesionales del 

derecho para ejercer nuestra profesión en el siglo que corre. En nuestra visión, saber 

persuadir a quien toma la decisión es un buen punto de partida. 
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